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1. Presentación 

Después de haber producido informes sobre 
los mecanismos de traslado de recursos ha-
cia los Pueblos Indígenas (PPII) en cada uno 
de los cuatro países andinos estudiados (Co-
lombia, Bolivia, Ecuador y Perú), se presenta 
aquí un análisis comparado a nivel regional 
sobre la existencia de tales mecanismos y su 
desempeño general. Tal análisis integra los 
mecanismos dirigidos directamente hacia los 
PPII (mecanismos directos), como aquellos 
que les pueden afectar o beneficiar, pero tie-
nen propósitos y poblaciones diferentes a los 
PPII (mecanismos indirectos).

La estructura del presente documento contie-
ne ese análisis regional comparado, sigue en 
términos generales la expuesta en los infor-
mes para cada país: antecedentes y contexto,  
dinámica de los pueblos indígenas, su papel 
en el sistema político y su relación con el Es-
tado, el sistema de políticas públicas de cada 
país, la normativa vigente en esta materia, 
etc. Es sobre la base de ese encuadre que 
posteriormente se busca examinar compara-
tivamente los mecanismos identificados en 
cada país, así como valorar su desempeño. 

2. Antecedentes y contexto

De Norte a Sur del continente sudamerica-
no, una serie de países, Colombia, Ecuador, 
Bolivia y Perú, están conectados mediante la 
formidable cordillera de los Andes que reco-
rre la región hasta llegar a Chile. Estas cuatro 
Repúblicas han establecido territorios que se 
extienden por el oriente sobre la Selva Ama-
zónica y por el poniente hasta la costa del Pa-
cífico.  Por esa razón, presentan tres regiones 
naturales: la franja costera de tierras bajas y 
llanas, la región montañosa propiamente an-
dina y la zona selvática surcada por el gran 
Amazonas y sus afluentes.

Esta composición regional tiene dos particu-
laridades destacables: el amplio territorio de 
Colombia posee también una prolongada cos-
ta atlántica, además de la pacífica, así como 
varias formaciones montañosas separadas 
de los Andes; y el caso de Bolivia que perdió 

su zona litoral como producto de la guerra del 
Pacífico (1879-1883) sostenida con Chile, ha-
ciendo de la salida al mar una reivindicación 
histórica.

Sobre esta variedad territorial, montañas, vol-
canes, costas, selvas, se desarrolla en los 
cuatro países una de las mayores diversida-
des biológicas del planeta. No obstante, la 
antigua convicción de que la flora y la fauna 
eran inagotables en estos territorios ha sido 
sustituida por la clara percepción de su fra-
gilidad frente a la acción humana, siendo el 
desarrollo sostenible de estos países el mayor 
reto que enfrentan en el siglo XXI.

Al examinar la extensión territorial por nacio-
nes, puede apreciarse que el Perú presenta la 
mayor dimensión continental (1.285.216 km2), 
si bien Colombia agrega otros 988 000 km2 a 
su territorio total a causa de sus posesiones 
marítimas (aunque algunas de ellas son ob-
jeto de contenciosos con Venezuela y Nicara-
gua).  El territorio continental de la región se 
aproxima a los 4 millones de km2 (3.809.106 
km2) y su población total sobrepasa los 105 
millones de habitantes. La densidad poblacio-
nal es moderadamente baja, 27,8 habitantes 
por km2; siendo el Ecuador el país más pobla-
do (54,5 habitantes por km2) y Bolivia el que 
presenta una densidad más baja (9,13).

PAÍSES Territorio 
continental

Población Densidad 
poblacio-

nal

Colombia 1.141.748 km2 48.422.708 42,4 h./km2

Ecuador    283.561 km2 16.278.844 54,5 h./km2

Bolivia 1.098.581 km2 10.027.254 9,13 h./km2

Perú 1.285.216 km2 31.151.643 24,2 h./km2

Total 
región 
andina

3.809.106 km2 105.880.449 27,8 h./km2

Fuente: Entidades nacionales de producción estadística.

Desde tiempos precoloniales, la población 
que habitaba esta región ha utilizado sus re-
cursos hasta que en el siglo XX quedaba con-
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formado un sistema productivo que recogía el 
legado histórico de la minería y la agricultu-
ra, especialmente en la Sierra, para agregar 
el monocultivo, sobre todo de la zona costera 
(banano, piña, arroz, algodón, etc.) y la pro-
gresiva explotación de la región amazónica, 
primero con el caucho y luego con el descu-
brimiento del petróleo y el gas. Así, las activi-
dades extractivas han crecido últimamente en 
importancia, sobre todo con el auge del precio 
de las materias primas en los últimos quince 
años. La producción industrial no ha tenido el 
mismo impulso, aunque se ha desarrollado 
apreciablemente en Colombia y en menor me-
dida en Perú, mientras en Ecuador y Bolivia 
mantienen una baja competencia en la región.

Las cuatro repúblicas han impulsado un de-
sarrollo socioeconómico durante el siglo XX 
que mantenía a una considerable proporción 
de su población en condiciones de pobreza y 
vulnerabilidad (siempre la población indígena 
mostrando los peores indicadores al respec-
to). En 1980 cerca de los dos tercios de la 
población total de la región andina se situaba 
bajo la línea de pobreza. Tras la crisis de la 
deuda, la pobreza aumentó bruscamente para 
luego disminuir en el segundo quinquenio de 
esa década, de tal forma que esa cifra se si-
tuaba en 1990 cerca del 60%. Durante los 
años noventa, las políticas de estabilización, 
orientadas por el Consenso de Washington, 
tampoco redujeron sensiblemente la pobre-
za, que se situaba en el 2000 por encima del 
55% en la región. Sin embargo, en los quince 
años siguientes puede apreciarse una fuerte 
disminución de los niveles de pobreza en to-
dos los países, de tal modo que apenas su-
pera un tercio de la población regional. Este 
brusco descenso de la pobreza, se debe a la 
conjunción de dos procesos paralelos: en el 
plano de distribución, el crecimiento económi-
co provocado por el boom de las materias pri-
mas incrementó apreciablemente los ingresos 
salariales, y en el plano de la redistribución, 
las rentas obtenidas por los Estados con las 
actividades extractivas permitieron el aumen-
to del gasto y la inversión social, mas visible-
mente en Bolivia y Ecuador. Ambos procesos 
redujeron la pobreza considerablemente, si 
bien la mayoría de las familias que superaron 

la línea de la pobreza se han quedado estan-
cadas en niveles de vulnerabilidad elevados, 
que les mantiene en riesgo de recaer en la 
pobreza, sobre todo si se produce una depre-
sión económica, como parece ser el horizonte 
que se avecina.

Evolución de la pobreza en la región andi-
na por países

(Proporción de población bajo la línea de po-
breza)

PAÍSES 1980 1990 2000 2014

Colombia 58,4 56,1 50,6 30,7

Ecuador 68,7 64,6 61,8 33,6

Bolivia 69,2 66,4 64,8 46,3

Perú 59,7 56,9 54,7 28,9

Región 
andina

61,3 59,5 57,1 33,8

Fuente: CEPAL

Desde su independencia, a comienzos del si-
glo XIX, las sociedades establecidas fueron 
estructurando un sistema político nacional en 
el sentido amplio del concepto: relación entre 
el Estado y el resto de la sociedad, o entre go-
bernantes y gobernados, con su propia cultura 
política local. Luego de las aspiraciones inte-
gradoras (Gran Colombia), cada país experi-
mentó agudas tensiones entre sus diferentes 
regiones hasta bien entrado en el siglo XX, 
que, en algunos casos, pusieron en cuestión 
su entidad nacional.

Desde mitad de ese siglo hasta los años se-
tenta, se produjo en la región una sucesión 
de procesos nacionalistas, tanto cívicos como 
militares, que buscaron acometer cambios 
estructurales: reforma agraria, impulso a la 
sustitución de importaciones, nacionalización 
de las explotaciones extractivas, etc. Tales 
procesos lograron subordinar los intentos de 
ruptura revolucionaria que se ensayaron en 
los cuatro países, al estilo de la que había 

ANTECEDENTES Y CONTEXTO
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sucedido en Cuba; a excepción del caso de 
Colombia, cuyo sistema político ha sido con-
dicionado por una guerra interna que todavía 
hoy se trata de superar.

Los procesos nacionalistas pusieron de ma-
nifiesto la difícil articulación de dos tipos de 
disyuntivas cruciales: a) sistemas basados en 
marcos constitucionales civiles o bien basa-
dos en gobiernos de hecho con rasgos auto-
ritarios; b) proyectos nacionales orientados a 
la integración social o, por el contrario, marca-
dos por la exclusión social y cultural. Puede 
afirmarse que hasta fines de los años setenta, 
la región se orientó hacia gobiernos de hecho 
con proyectos de integración social nacional, 
mientras durante los años ochenta y noven-
ta avanzó por la vía contraria: el regreso a la 
senda constitucional tuvo lugar en medio de 
un desarrollo económico excluyente. Las con-
tradicciones que ello produjo se enfrentaron 
por dos caminos: mediante bruscos cambios 
constitucionales y gobiernos fuertes, como en 
Colombia y sobre todo en Perú, donde el ré-
gimen de Fujimori adoptó pronto la forma de 
sistema autoritario civil; o bien a través de una 
inestabilidad política creciente que colocó a 
los países que la sufrieron (Bolivia y Ecuador) 
en el límite de la ingobernabilidad.

Desde el comienzo del siglo XXI, la región 
buscó la manera de encontrar la relación vir-
tuosa entre democracia constitucional y pro-
yectos nacionales integradores. En Colombia 
y Perú ello ha tenido lugar en un curso zigza-
gueante, con avances y retrocesos, incluyen-
do proyectos ambiciosos frustrados (espíritu 
de la Constitución del 91 en Colombia, gobier-
nos “cholos” del Perú); sistemas que se han 
sostenido sobre la base de un crecimiento 
económico apreciable. En Bolivia y Ecuador 
el avance de la inestabilidad política llevó a 
ambos países al borde de una crisis nacio-
nal profunda, que sólo fue superada por una 
nueva alianza que planteó una refundación de 
la República. En ambos países, el cambio se 
formalizó mediante una Constitución desbor-
dada y un liderazgo fuerte que operó como 
elemento de convergencia, así como la inte-
gración de nuevos entrantes en el sistema po-
lítico (especialmente los pueblos indígenas). 

Desde el inicio de la puesta en práctica de 
ese modelo, el liderazgo fuerte se transformó 
progresivamente en hiperpresidencialismo, 
produciendo quiebres en la alianza sociopolí-
tica original (incluyendo a las organizaciones 
indígenas). No obstante, las elecciones libres 
y pluralistas siguen siendo en esos dos países 
la base de la constitución de sus autoridades; 
en donde sus gobiernos han incrementado la 
inversión social, pivotando sobre del modelo 
rentista que ha imperado en toda la región du-
rante los pasados quince años.

Pero los diferentes modelos emprendidos en 
los cuatro países deben enfrentar ahora el fin 
del boom de las materias primas, que ya ha 
significado el detenimiento del crecimiento 
económico y, como consecuencia, la dismi-
nución de ingresos fiscales. Ello entrañará la 
contención del gasto si se quiere evitar la deu-
da rampante que condujo al completo des-
equilibrio económico de principios de los años 
ochenta. Los recortes ya se han hecho visi-
bles en los presupuestos públicos del 2016, 
más allá del color político de cada gobierno. 
Este difícil panorama económico tendrá efec-
tos en los mecanismos directos e indirectos 
de traslado de recursos públicos hacia los 
pueblos indígenas.

ANTECEDENTES Y CONTEXTO



Foto: Mujer indígena y niño Kichwas, Amazonía Ecuatoriana
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3. Características generales de los PPII en 
la región

La estimación del volumen de población indí-
gena de cada uno de los cuatro países no es 
fácil de precisar. Las cifras oficiales refieren a 
los Censos de población, donde los parámetros 
de registro son regularmente la autoidentifica-
ción y el uso de la lengua materna. Sin embar-
go, cuando se opera con cruces de variables, 
el volumen de población indígena aumenta y 
aun así, las organizaciones indígenas señalan 
la existencia de un apreciable subregistro.

En términos relativos, la mayor proporción de 
población indígena se aprecia en Bolivia, con 
un 41% según el último censo de 2012, segui-
do del Perú, con un 15,7%, y del Ecuador, con 
un 7,3% y, a apreciable distancia, Colombia, 
con un 3,4%. Esta escala se mantiene cuando 
se observan las estimaciones realizadas por 
otras fuentes, que, desde luego, incrementan 
ese porcentaje en todos los países. No obstan-
te, en cifras absolutas esa escala se modifica, 
porque el Perú registra un volumen similar o 
superior al de Bolivia (entre 4 y 6,5 millones de 
indígenas peruanos). En todo caso, es impor-
tante subrayar que la autoidentificación pre-
senta diferentes condicionamientos, incluso 
de carácter político. Por ejemplo, en el caso 
boliviano se aprecia que se declararon indíge-
nas el 62% de los registrados por el censo del 
2001, mientras que en el Censo del 2012 esa 
cifra descendía al 41%. Definitivamente, no se 
trata de ningún genocidio demográfico, sino 
que refiere a dos factores diversos: por un lado, 
se incorporó en 2012 la opción de “mestizo”, 
que siempre recoge una porción de población 
indígena y, por otro, ese año el proyecto indi-
genista del presidente Morales ya enfrentaba 
la oposición de las organizaciones indígenas.

Volumen de población indígena por países, 

según fuente

PAÍSES
Censos (% 
de pobla.)

Estimacio-
nes (%)

Cifras   
absolutas

Colombia 3,4  (Censo 
2005)

8,0 (Roldan, 
2002)

1.392.623-
3.215.000

Ecuador 7,3  (Censo 
2010)

17,1 (PNUD, 
2002)

1.018.176-
2.767.260

Bolivia 41,0  (Cen-
so 2012)

---- 4.111.070

Perú 15,7  (Cen-
so 2007)

24,8 (CE-
PAL, 2010)

4.045.713-
6.489.109

Región 
andina

10,1 (*) 16,1 (*) 10.567.582-
16.824.439

Fuente: Entidades nacionales de Estadística

(*) Estimaciones propias a partir de los datos censales de 
población total

En los cuatro países existe una gran variedad 
de pueblos indígenas: entre 70 y 90 por país. 
La mayoría de esa población vive en la Sierra, 
aunque en Colombia se reparte de manera si-
milar entre la Sierra, la Costa y la Orinoquia. 
De ese modo, mientras los pueblos de habla 
quechua son mayoritarios en los otros tres paí-
ses, en Colombia tal composición es distinta: 
en este país los pueblos más numerosos son 
los Emberá, los Paeces, los Wayúu, los Nasa 
y los Senú. En Ecuador, los Quechua (Kichwa) 
de la Sierra son un tercio de la población indí-
gena total, como sucede en Bolivia, aunque en 
este país los Aymara presentan un volumen de 
población semejante. A diferencia de ello, en 
Perú los pueblos indígenas de habla quechua 
representan 83% del total, seguidos a gran dis-
tancia por los Aymara (11%) y los Ashaninka 
(2%). En los cuatro países, hay además una 
considerable diversidad de lenguas minorita-
rias. Es importante subrayar que la población 
indígena en la región amazónica tiene una pre-
sencia particular en los cuatro países: su volu-
men no es grande, oscila entre 200 mil y 350 
mil personas en cada país, pero su presencia 
sociopolítica es considerable, sobre una fuer-
te base identitaria (aunque en Colombia ese 
peso relativo sea algo menor).  Los pueblos 
indígenas de la región andina poseen una pro-
porción considerable del territorio regional, en 
torno al 38%, si bien sólo tienen consignados 
oficialmente un 24%, mediante diferentes tipos 
de cesión y titulación, y siguen demandando el 
14% restante. En este cuadro, destaca el caso 
de Colombia, que siendo una minoría étnica 

 DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS
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(entre el 4,3 y el 8% de la población colombia-
na) poseen oficialmente un 30% del territorio 
nacional. Por el contrario, la población indíge-
na boliviana tiene la mayor parte de sus territo-
rios en situación de saneamiento, es decir, de 
revisión documental, poseyendo sólo un 20% 
de su territorio consignado oficialmente. En 
Ecuador y Perú la situación presenta un repar-
to similar: en torno a un tercio de sus territorios 
siguen siendo demandados por sus respecti-
vos pueblos indígenas. En las regiones ama-
zónicas de los cuatro países, las poblaciones 
indígenas reclaman partes sustantivas de su 
extensión, entre la mitad y el 70% de dicho te-
rritorio amazónico, siempre teniendo en cuenta 
que buena parte de esas regiones no tienen 
control público.

Territorios indígenas, por país, según 
situación de tenencia

(En proporción del territorio continental)

PAÍSES
Territo-

rios con-
signados

Territorios 
demanda-

dos

Total

Colombia 30% 15% 45%

Ecuador 15% 10% 25%

Bolivia 7% 26% (por 
sanear)

33%

Perú 27% 13% 40%

Región 
andina (*)

24% 14% 38%

Fuente: Entidades nacionales de producción estadística.

(*) Estimación propia sobre la base de la extensión terri-
torial por país.

La constitución de los PPII como actores impor-
tantes del sistema político ha sido un proceso 
prolongado que se ha acelerado notablemente 
en los últimos treinta años. Durante el período 
nacionalista, entre los años cincuenta y seten-
ta, la “cuestión indígena” fue planteada como 
la necesidad de elevar la condición social de 
esa población integrándola en los procesos 
campesinos que se desarrollaban en torno a la 
reforma agraria. De esa forma, la mayoría de 

los pueblos indígenas de la sierra se organiza-
ron o se integraron en sindicatos campesinos 
u organizaciones agrarias y todavía siguen en 
su mayoría inscritos en esa dinámica organi-
zacional.

El hecho de que tal integración no se produjera 
entre los pueblos de la Amazonía hizo que sus 
organizaciones presentaran otra perspectiva, 
mucho más ligada a la identidad y su relación 
vital con la tierra y bastante menos referida a la 
producción agrícola. De esa forma, cuando tie-
ne lugar en los años ochenta el replanteamien-
to de la condición de los PPII a nivel regional e 
internacional, la formación de organizaciones 
indígenas tiene en los cuatro países un indu-
dable referente amazónico.

Quizás Colombia sea el caso en que la impron-
ta amazónica sea menos notable, por cuanto 
su principal organización, la Organización Na-
cional Indígena de Colombia (ONIC) se basa 
principalmente en el movimiento andino, aun-
que incluye a los PPII del Orinoco y de las cos-
tas del Atlántico y el Pacífico. Su antecedente 
inmediato fue el Consejo Regional Indígena 
del Cauca (CRIC), que también hace parte de 
la ONIC, la cual surgió en los años setenta, 
pero se constituyó institucionalmente en 1982, 
mediante su primer congreso. Seguidamente 
emerge la Organización de los Pueblos Indí-
genas de la Amazonía Colombiana (OPIAC), 
integrada por organizaciones indígenas de los 
seis departamentos de la Amazonía colombia-
na (Amazonas, Caquetá, Guaviare, Guainía, 
Putumayo y Vaupés). En todo caso, sobre todo 
desde el inicio del proceso de paz en 2012, 
buena parte de las organizaciones andinas de 
primer y segundo nivel mantienen alianzas con 
los sindicatos y organizaciones agrarias a tra-
vés la Cumbre Agraria de Colombia.

En el Ecuador se fueron creando en los años  
ochenta organizaciones según nacionalida-
des y pueblos, aunque llevara la iniciativa la 
región amazónica con la formación de la Con-
federación de Nacionalidades Indígenas de la 
Amazonía Ecuatoriana (CONFENIAE); tam-
bién se constituyeron la Confederación Kichwa 
del Ecuador (ECUARUNARI) o la Confedera-
ción de Nacionalidades Indígenas de la Costa 
Ecuatoriana (CONAICE); todas ellas reunidas 

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

CARACTERÍSTICAS GENERALES  
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por la organización nacional, la Confedera-
ción de Nacionalidades Indígenas del Ecuador 
(CONAIE), que se estableció formalmente en 
1986. La característica del caso ecuatoriano 
guarda relación con la decisión del movimiento 
indígena de constituir en 1995 un movimien-
to político propio, el Movimiento Unidad Pluri-
nacional Pachakutik, que se presentará a las 
elecciones regionales y nacionales.

También en Bolivia la iniciativa organizacional 
y su papel como actor político procedió de la 
región amazónica, con la formación en 1982 
de la Confederación de Pueblos Indígenas de 
Bolivia (CIDOB) que reúne a los representan-
tes de los pueblos de las tierras bajas, mien-
tras en las tierras altas se formó más tarde, en 
1997, el Consejo Nacional de Ayllus y Markas 
del Qullasuyu (CONAMAC). De todas formas, 
buena parte de los quechuas andinos forman 
parte de centrales sindicales y de la Confede-
ración Sindical única de Trabajadores de Boli-
via (CSUTCB).

Pero donde el reparto de formas organizaciona-
les es más claro es en el caso peruano, provo-
cado por la división normativa entre indígenas 
campesinos de la sierra e indígenas nativos de 
la selva amazónica. Fue la Ley de Comunida-
des Nativas que propició la formación en 1980 
de la Asociación Interétnica de Desarrollo de 
la Selva Peruana (AIDESEP), que sigue sien-
do la organización indígena más visible, que 
integra 96 federaciones locales de casi todos 
los pueblos nativos y se compone de 9 orga-
nizaciones regionales. Después, en 1987, se 
formó la Confederación de Nacionalidades 
Amazónicas del Perú (CONAP), que hoy inte-
gra más de treinta agrupaciones locales. Por 
su parte, los pueblos andinos se encuadran 
principalmente en organizaciones campesinas 
y agrarias, como sucede a nivel nacional con 
la Confederación Nacional Agraria (CNA), la 
Confederación Campesina del Perú (CCP), la 
Organización Nacional de Mujeres Indígenas 
Andinas y Amazónicas del  Perú (ONAMIAP) y 
la Central Única Nacional de Rondas Campe-
sinas del Perú (CUNARCP). Sin embargo, en 
1987 nació la Unión Nacional de Comunidades 
Aymaras (UNCA) y seguidamente la Federa-
ción Nacional de Mujeres Campesinas, Artesa-
nas, Indígenas, Nativas y Asalariadas del Perú 

(FENMUCARINAP).

Estas organizaciones indígenas de los cuatro 
países impulsaron durante los años noventa 
movilizaciones sociopolíticas que las hicieron 
visibles como actores del sistema político. De 
hecho, en 1990, varios países vieron marchas 
indígenas desde la Amazonía a la capital como 
signo visible del inicio de su nueva participa-
ción en el sistema político, si bien ese proceso 
presentaría variaciones nacionales aprecia-
bles.

Es importante señalar que tal proceso estuvo 
relacionado con otros cambios que lo condicio-
naron. Por un lado, partían de un contexto in-
ternacional propicio, referido a las reflexiones 
acerca de la necesidad de emitir el Convenio 
No 169 sobre la materia, que finalmente se 
aprobó en la sede de la Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT), en junio de 1989, en 
Ginebra. En la década de los noventa, los cua-
tro países fueron ratificando dicho Convenio, 
cuyo ajuste con la normativa nacional no fue el 
mismo en cada país. Ese marco internacional 
favorable culminó con la aprobación en 2007 
de la Declaración de las Naciones Unidas so-
bre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

Esa declaración no fue asumida por Colombia, 
que la encontró defectuosa, y el Perú, aunque 
votó a favor en la Asamblea General, no la usa 
como estándar referencial en su normativa in-
terna. Además de este marco normativo favo-
rable, en el ámbito internacional se impulsaron 
iniciativas programáticas e institucionales que 
favorecieron la presencia nacional de las orga-
nizaciones indígenas.

Otro factor destacable ha representado los 
cambios internos del propio sistema político. 
Uno de ellos ha sido el referido a la crisis de 
los partidos políticos como representantes so-
ciales y políticos. Sobre todo desde los años 
noventa los partidos han enfrentado la crítica y 
la competencia de diversos movimientos y or-
ganizaciones sociales, que lograron en toda la 
región representar cada vez más a los colecti-
vos sociales de distinta naturaleza.

Al comienzo del nuevo siglo era ya una evi-
dencia que los partidos no estaban solos en el 
campo de la mediación sociopolítica. Incluso 

 DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

CARACTERÍSTICAS GENERALES  



13

Enrique Gomáriz

Programa Regional ProIndígena-GIZ-2016

Mecanismos de transferencia de recursos públicos a pueblos y 
autoridades indígenas y análisis de su desempeño-Informe Regional

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

CARACTERÍSTICAS GENERALES  

en algunos países de la región otras asociacio-
nes podían presentarse a las elecciones para 
constituir las autoridades legítimas. En este 
contexto, los movimientos indígenas encontra-
ron un clima propicio para constituirse como 
actores políticos.

En la sociedad civil surgió una apreciable can-
tidad de organizaciones no gubernamentales 
que formaron parte del tejido sociopolítico de 
los cuatro países. Uno de los espacios donde 
las ONG tuvieron una actividad considerable 
fue precisamente en el impulso de los dere-
chos de los pueblos indígenas; el otro se refirió 
al ámbito ambiental, desde el cual también se 
dio un apoyo mayor o menor a las organizacio-
nes indígenas.

Sin embargo, más tarde, con el desarrollo de 
las propias organizaciones indígenas, se pro-
dujo una percepción de que las ONG realiza-
ban un trabajo de intermediación no necesa-
riamente solicitado ni aceptado. Por otra parte, 
en los casos de Bolivia y Ecuador, la actividad 
de las ONG ha chocado pronto con los Gobier-
nos soberanistas, que han recortado aprecia-
blemente su actividad, llegando incluso a es-
tablecer mecanismos que puedan disolverlas. 

Otro cambio importante fue el proceso de des-
centralización institucional y financiera que 
tuvo lugar en todos los países de la región. 
Sin necesidad de estudiar aquí sus causas, lo 
cierto es que la transferencia de competencias 
y de recursos hacia los gobiernos locales ha 
avanzado de manera general, aunque des-
igual, en toda la región.

Existe una discusión no agotada en las organi-
zaciones indígenas acerca de si este proceso 
se ha convertido en un obstáculo respecto de 
sus demandas territoriales y de mayor auto-
nomía o más bien, es una ventana de opor-
tunidad para su desarrollo social y político. En 
algunos casos, como en Ecuador, el Gobierno 
ha fusionado el autogobierno indígena formal 
(CTI) con el gobierno local, algo que no ha sido 
del agrado de las organizaciones indígenas.

Un elemento de contexto guarda relación con 
la decisión de los gobiernos de los cuatro paí-
ses, independientemente de su orientación 
ideológica, de optar por un modelo rentista 

de captación de recursos a partir de las acti-
vidades extractivas. Este modelo supone la 
introducción de fuertes tensiones con la con-
cepción vital de los PPII respecto de sus te-
rritorios. Tales tensiones ya se han puesto de 
manifiesto en los cuatro países mediante fuer-
tes conflictos locales y regionales; algo que en 
los casos de Bolivia y Ecuador han producido 
efectos concomitantes en las alianzas políticas 
originales.

Tomando en cuenta los factores anteriores, 
puede realizarse un balance sintético compa-
rado de la dinámica sociopolítica de los PPII 
en los cuatro países estudiados. Dicho balan-
ce incorpora dimensiones que son propiamen-
te sociales, pasando por la valoración de sus 
capacidades como actores políticos, hasta los 
efectos que causan en el sistema político y si, 
en relación con lo anterior, los poderes públi-
cos impulsan políticas públicas que favorecen 
el desarrollo y el autogobierno de los PPII.

La primera observación es que la presencia 
poblacional de los PPII, aunque no pueda me-
dirse con precisión, es perceptible socialmen-
te y no puede considerarse, a excepción de 
Colombia, como una minoría étnica. Es decir, 
la presencia efectiva de los PPII obliga a con-
cluir que sólo por exclusión histórica han per-
manecido fuera del sistema político. Más bien, 
la excepción positiva es el caso de Colombia 
donde, constituyendo una proporción reducida 
de su población total, ha conseguido una inci-
dencia política notable.

Es posible afirmar, por tanto, que los PPII en 
los cuatro países poseen organizaciones im-
portantes a nivel nacional y regional, aunque 
su relación con las organizaciones de primer 
y segundo nivel no siempre sea consistente. 
Desafortunadamente, en Ecuador y Bolivia, la 
divergencia de las organizaciones indígenas 
respecto de las políticas gubernamentales ha 
provocado una división interna, incentivada 
por los propios gobiernos. En Perú la consis-
tencia y la presencia de las organizaciones in-
dígenas son algo más moderadas y presentan 
divisiones de orientación estratégica de distin-
ta consideración.
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Dinámica sociopolítica de los PPII, por países

Dimensiones Colombia Ecuador Bolivia Perú

Presencia  pobla-
cional

Minoría étnica En torno a un quinto Mitad de la población En torno a un cuarto 

Organización 
sociopolítica

Alta Alta, hoy dividida Alta, hoy dividida Moderada, división 
interna

Capacidad de 
incidencia

Alta Alta, hoy 
fragilizada

Alta, hoy 
fragilizada

Moderada

Establecimiento 
como actor polí-
tico

Actor establecido 
pero secundario

Actor establecido Actor establecido Actor débilmente 
establecido 

Contribución al 
cambio sistema 
político

Avance Constitución 
91

Contribución funda-
mental

Contribución funda-
mental

Poco importante

Sistema político a 
su favor

No planteado Metas alcanzadas
Constitución  08

Metas alcanzadas
Constitución  09

No planteado

Desarrollo de polí-
ticas públicas

Moderado No específicas Moderadas y parcial-
mente discrecionales

No hay políticas 
directas

Apoyo a la auto-
nomía indígena

Normada Const. Y 
apoyo por decreto 

gubernamental

Normada y no imple-
mentada

Normada y no imple-
mentada (1)

No planteado

Fuente: elaboración propia sobre la base de las referencias mencionadas.

(1) Solo se ha aprobado el referendo en un proyecto de autonomía.

El movimiento indígena organizado ha mos-
trado una apreciable capacidad de incidencia 
política en los cuatro países, con frecuencia 
mediante movilizaciones y marchas realizadas 
durante los años noventa. En el caso de Perú, 
esta capacidad de incidencia es más mode-
rada, sobre todo porque ha sido más local y 
discontinua en el tiempo. En todo caso, puede 
afirmarse que los PPII han conseguido consti-
tuirse como actores del sistema político en los 
cuatro países, si bien no con la misma consis-
tencia: en Ecuador y Bolivia se establecieron 
como tales y ello se reflejó en los procesos 
constitucionales de ambos países; mientras en 
Colombia se ha constituido como un actor en 
determinados temas, pero en el nivel político 
nacional todavía no ha pasado de ser un ac-
tor secundario, y en Perú también es una ac-

tor político pero con presencia desigual y débil 
frente al Estado. Desde esas posiciones como 
actores políticos, los movimientos indígenas 
han contribuido al cambio del sistema políti-
co nacional en la medida de su fuerza: puede 
afirmarse que en Ecuador y Bolivia hicieron 
contribuciones fundamentales, mientras que 
en Colombia y Perú no ha sido así, aunque 
en ambos países se lograron cambios en sus 
Constituciones que reconocían la multicultura-
lidad. Pero fue también en Ecuador y Bolivia 
donde los procesos constitucionales produje-
ron cambios en los sistemas políticos clara-
mente a favor de los PPII. Estos cambios del 
sistema político no se plantearon en Colombia 
o Perú y por tanto los movimientos indígenas 
no tuvieron la ocasión de replantear los siste-
mas a su favor.
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Resulta curioso, sin embargo, que, pese a esas 
divergencias constitucionales, las diferencias 
en cuanto al desarrollo de políticas públicas 
para PPII no sean actualmente tan aprecia-
bles: en los cuatro países las acciones públi-
cas a favor de los PPII no son hoy importantes, 
técnica ni financieramente, y, sobre todo, son 
principalmente indirectas. Destaca el hecho 
de que en Ecuador y Bolivia, después de los 
cambios constitucionales, hayan sido progre-
sivamente discrecionales, dependiendo de su 
relación con los presidentes en ejercicio.

Finalmente, en cuanto a los derechos territoria-
les y el autogobierno, hay que subrayar que en 
los dos países que tales derechos están reco-
nocidos en la Constitución, Ecuador y Bolivia, 
su puesta en práctica apenas ha avanzado. En 
Ecuador, el cambio normativo que establecía 
que la autonomía debía hacerse a través de 
un gobierno local ha consolidado la reticen-
cia de los PPII a optar por el establecimiento 
de las autonomías formales (CTI). En el caso 
de Bolivia, sólo se ha completado un proceso 
para constituir una autonomía y el ritmo de 
avance de este curso de actuaciones parece 
sumamente lento. En Colombia se ha abierto 
una vía mediante una negociación entre PPII y 
Gobierno, que se ha concretado en la emisión 
de decretos que permiten la posibilidad de re-
cibir recursos como entidades autónomas cir-
cunstanciales. Este camino no se ha planteado 
todavía en Perú.

Al realizarse la comparación por países, se 
hace evidente que los movimientos indígenas 
que presentan un avance mayor al hacer un 
balance de todas las dimensiones contem-
pladas han tenido lugar en Bolivia y Ecuador, 
si bien la ruptura de su alianza inicial con el 
gobierno les ha colocado en una difícil situa-
ción en la actualidad, llegando incluso a correr 
el riesgo de sufrir un fuerte retroceso. Como 
se indicó, en el caso de Colombia se aprecia 
como una minoría étnica ha conseguido un 
alto nivel de incidencia, aunque ello tenga li-
mitaciones fácticas y normativas. Todo indica 
que es el caso del Perú donde el avance en 
las distintas dimensiones ha sido menor, sobre 
todo desde una perspectiva nacional, mante-
niéndose divisiones de estrategia y actuacio-
nes principalmente focales.
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4. Identificación de mecanismos de tras-
lado de recursos públicos hacia los PPII 
y su desempeño

Es importante señalar que este esfuerzo por 
identificar mecanismos de traslado de recur-
sos públicos hacia los PPII, si bien está rela-
cionado con el campo de las políticas públicas, 
se mantiene delimitado a la existencia o no de 
mecanismos concretos; es decir, se ha busca-
do descubrir si hay mecanismos de traslado de 
recursos hacia los PPII sin entrar a considerar 
si tales mecanismos constituyen una política 
pública o forman parte de una política. 

Esta explicación anterior hace necesaria una 
breve aclaración acerca de qué se entiende en 
este trabajo por una política pública. El con-
cepto de política pública presenta distintas 
acepciones. En su acepción más amplia, cual-
quier acción o inacción de los poderes públi-
cos respecto de un campo determinado puede 
entenderse como una política pública. En su 
acepción más rigurosa, una política pública re-
fiere a una acción compacta y de carácter es-
tratégico, que integra diferentes componentes 
articulados entre sí, realizada desde los pode-
res públicos. Usando esta segunda acepción 
es que se hace aquí la aclaración de que este 
trabajo no constituye un análisis de políticas 
públicas, sino de identificación de mecanismos 
concretos de traslado de recursos públicos ha-
cia PPII, que puedan reconocerse como tales.

El análisis comparado de dichos mecanismos 
en los cuatro países andinos estudiados (Co-
lombia, Ecuador, Bolivia y Perú) muestra que 
es necesario distinguir aquellos que se dirigen 
directamente hacia los PPII, tanto si lo hacen 
con propósitos etiquetados como de libre dis-
posición, de aquellos otros mecanismos que 
afectan o benefician a los PPII pero que tienen 
sus propios objetivos (combate a la pobreza, 
educación, etc.) y van dirigidos hacia la pobla-
ción en general o a segmentos de la misma, 
donde pueden encontrarse comunidades indí-
genas, pero que no constituyen la población 
meta de la acción. A los primeros se ha deno-
minado mecanismos directos y mecanismos 
indirectos a los segundos.

A continuación se hace un análisis de ambos 
tipos de mecanismos, identificando cada mo-
dalidad y señalando en qué país (o países) se 
presenta. Pero antes de proceder a esa identi-
ficación, se realiza a continuación una revisión 
de los antecedentes habidos en cuanto a la ac-
ción pública hacia los PPII en el plano regional.  

4.1. Antecedentes cercanos

El análisis comparado de la relación entre los 
PPII y los poderes públicos de los cuatro paí-
ses andinos, muestra una periodización gene-
ral que permite recoger los principales cam-
bios de esa relación a nivel regional. El primer 
período viene determinado por los efectos que 
tienen sobre los PPII las reformas agrarias que 
tienen lugar en los cuatro países en los años 
sesenta y setenta del pasado siglo, que, a ex-
cepción del caso colombiano, guardan relación 
con gobiernos nacionalistas civiles y militares. 
El segundo período refiere al proceso de reco-
nocimiento internacional de los derechos indí-
genas que se desarrolló en la segunda mitad 
de los años ochenta y a los efectos de la entra-
da de los PPII en el sistema político durante los 
años noventa. El tercer período corresponde al 
desarrollo de políticas públicas y la participa-
ción de los PPII en los cambios del sistema po-
lítico en la primera década del presente siglo. 
Este último período concluye en la presente 
coyuntura, que será examinada por aparte en 
el siguiente apartado.

Como se apuntó, la dinámica principal que 
preside el primer período relacionado con las 
reformas agrarias se refiere a la intención de 
los poderes públicos de resolver la cuestión 
indígena mediante su integración en el mejo-
ramiento general de las condiciones del cam-
pesinado pobre. De esta forma, principalmente 
en la sierra, la población indígena se incorporó 
a las organizaciones y sindicatos agrícolas que 
fueron fortalecidos en ese período. También se 
iniciaron algunas acciones normativas respec-
to de las poblaciones denominadas nativas de 
la selva (por ejemplo, la Ley de Comunidades 
Nativas de 1978 en el Perú).

Desde fines de los años setenta hasta fines de 
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los noventa se desarrollaron acciones públicas 
en todos los países en determinadas áreas y 
servicios, principalmente en educación y salud. 
Puede afirmarse que la Educación Bilingüe fue 
una preocupación importante en toda la re-
gión, exigida por las organizaciones indígenas, 
principalmente las amazónicas. También se 
produjeron acciones en el campo de la Salud 
Multicultural, aunque en este caso no satisfi-
cieron las demandas de las comunidades indí-
genas, tanto en la sierra como en la selva. En 
este período las poblaciones indígenas pudie-
ron asociarse a las acciones para el desarrollo 
agrícola, como fue el caso del temprano Fondo 
de Desarrollo Rural Marginal (FODERUMA) en 
Ecuador o la Ley del INRA en Bolivia (1996); en 
Colombia tuvo lugar, durante los años ochenta, 
la mayor titulación de tierras colectivas. Hacia 
fines de los noventa comenzaron a estable-
cerse instituciones especializadas en políticas 
para pueblos indígenas, que se consolidaron 
en el período siguiente. Pero los principales 
avances en este periodo se dieron en los mar-
cos normativos nacionales, comenzando por 
la Constitución de 1991 en Colombia, pasando 
por la de 1995 en Bolivia y concluyendo con la 
Constitución de 1998 en Ecuador. Estos cam-
bios reflejaban ya la entrada definitiva de los 
PPII como actores del sistema político en toda 
la región.

En la primera década del presente siglo se 
produjo la consolidación de las tendencias ini-
ciadas en el período anterior, que en dos paí-
ses, Ecuador y Bolivia, llegaron a cambiar a 
su favor el conjunto del sistema político. Sin 
embargo, no en todos los países el proceso 
obtuvo resultados claros. Probablemente fue 
en el Perú donde las promisorias tentativas a 
favor de los PPII se truncaron continuadamen-
te: primero con la apertura de Paniagua, tras 
la caída de Fujimori, cuando se planteó en la 
Comisión Especial Multisectorial un Plan de 
Acción para Asuntos Prioritarios para las Co-
munidades Nativas, que luego el Presidente 
Toledo no retomó, aunque hizo la propuesta de 
impulsar el INDEPA, que desapareció al con-
cluir su gobierno. Una decepción similar ten-
drá lugar con el Gobierno de Ollanta Humala 
y su decisión de aprobar de inmediato la Ley 
de Consulta Previa, que elevó las esperanzas 
de acción pública hacia los PPII que posterior-

mente no se hicieron efectivas.

En el caso de Colombia, el progreso de accio-
nes a favor de los PPII se producirá lentamen-
te, pero terminará aumentando sus expecta-
tivas. Durante los gobiernos de Álvaro Uribe, 
entre 2002 y 2010, dicho avance fue forzado 
por las movilizaciones indígenas y las tutelas 
de la Corte Constitucional. La Minga Indígena 
de 2008 y los Autos de la Corte en 2004, 2008 
y 2009 mostraron la capacidad organizativa 
y la consistencia de las demandas del movi-
miento indígena colombiano, como lo muestra 
el hecho del reflotamiento en 2009 de la Mesa 
Permanente de Concertación (formada en 
1996). De esta forma, el gobierno de Uribe se 
vio forzado por la Corte a elaborar el Plan de 
Garantías de Derechos de los PPII. En 2010 
se produjo el cambio de gobierno y la nego-
ciación de las organizaciones indígenas con el 
Presidente Santos se facilitaron, como se verá 
más adelante.

Pero donde ese proceso fue más evidente fue 
en Ecuador y Bolivia, países donde se produjo 
previamente un curso de políticas públicas es-
pecíficas y luego una participación decisiva en 
los cambios constitucionales de 2008 y 2009. 
En Ecuador, el nuevo siglo se inició con el 
lanzamiento de un importante proyecto (PRO-
DEPINE) y el fortalecimiento de la educación 
bilingüe y la salud multicultural, para dar paso 
luego a su participación en la formulación de la 
Constitución que declara que el Ecuador es un 
Estado “intercultural, plurinacional y laico”. En 
Bolivia, se establecieron en esta primera dé-
cada instituciones importantes (Ministerios de 
Asuntos Indígenas) y uno de los mecanismos 
más directos de traslado de recursos públicos 
hacia los PPII, el Fondo Indígena. Y en 2008 
los PPII participaron en la elaboración de la 
nueva Constitución del “Estado Plurinacional 
de Bolivia”. Sin embargo, también en ambos 
países, una vez culminado el proceso de re-
formulación del sistema político a favor de los 
derechos de los PPII, las organizaciones indí-
genas reclaman la falta de puesta en práctica 
de tales derechos, en el curso de un conflic-
to creciente con el hiperpresidencialismo que 
ha surgido en ambos casos, el cual ha optado 
por el modelo económico rentista que colisiona 
con la autonomía de los PPII en sus territorios. 

RECURSOS PÚBLICOS HACIA LOS PPII Y SU DESEMPEÑO

IDENTIFICACIÓN DE MECANISMOS DE TRASLADO DE
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Una situación que será analizada al hacer ba-
lance de la coyuntura presente.

En suma, durante el cambio de siglo puede 
apreciarse un proceso creciente de estable-
cimiento de instituciones específicas en los 
distintos países que impulsaron políticas públi-
cas para los PPII, caracterizadas por su dis-
continuidad y su debilidad presupuestal. Esa 
semejanza fue rota por los procesos políticos 
diferenciados de Bolivia y Ecuador, que con-
dujeron a unos sistemas constitucionales que 
reconocieron los derechos indígenas. Sin em-
bargo, dado que la puesta en práctica de tales 
derechos no se ha hecho tan efectiva como re-
claman las organizaciones indígenas y que los 
gobiernos de ambos países han optado por di-
solver las instituciones y políticas específicas, 
puede afirmarse que parece haber retornado 
un escenario de mayor semejanza entre los 
cuatro países, en cuanto a la debilidad de las 
políticas específicas, aunque las diferencias 
nacionales sean considerables, como se verá 
a continuación. 

4.2. Principales mecanismos directos iden-
tificados hoy en la región

Un examen comparado de cuatro países per-
mite identificar hoy varios mecanismos direc-
tos de traslado de recursos hacia los PPII, que 
aparecen repartidos en la región de forma des-
igual. Desde la óptica regional aparecen cuatro 
principales mecanismos directos: la inclusión 
de recursos para PPII en la planificación na-
cional, la incorporación de demandas indíge-
nas en los programas gubernamentales de alta 
inversión, los Fondos financieros directamen-
te dirigidos a los PPII y la expectativa abierta 
por el traslado de fondos hacia los gobiernos 
autónomos indígenas. Es importante subrayar 
que algunos mecanismos sólo aparecen en un 
determinado país, mientras otros existen en 
varios países de forma similar.

a) Inclusión (negociada) en la inversión pú-
blica nacional 

Aunque las demandas de los PPII son men-
cionadas, de una forma u otra, en la planifica-
ción nacional de toda la región andina, sólo 

en Colombia se incorporan efectivamente en 
cada área de actuación del Plan Nacional de 
Desarrollo 2014-2018, como producto de una 
negociación de la Mesa Permanente de Con-
certación entre las organizaciones indígenas y 
el gobierno (del Presidente Santos). También 
fue acordado el respaldo financiero de las ac-
ciones a favor de los PPII estableciendo un 
Monto Indicativo Global entre 11 y 8 billones de 
pesos para el corriente cuatrienio (entre 2.600 
y 3.700 millones de USD aproximadamente). 
Monto que fue refrendado por Ley al aprobarse 
legalmente el Plan de Desarrollo.

Dadas las dificultades fiscales que atraviesa 
el Estado colombiano, tras el agotamiento del 
auge de las materias primas, existe consenso 
acerca de que se operará sobre la base del 
piso del fondo (8 billones), que se distribuirá 
entre las acciones contempladas directamen-
te en el Plan de Desarrollo (5 billones) y los 
otros mecanismos redistributivos. Sin embar-
go, cuando se discutió en la Mesa Permanen-
te de Concertación (junio 2015) la distribución 
de esos fondos en las distintas estrategias 
contempladas en las áreas del Plan, resultó 
evidente que las demandas indígenas se en-
frentaban a un doble problema: por un lado, 
no se priorizó a tiempo las múltiples acciones 
contempladas de cara a las restricciones pre-
supuestarias, lo que hubiera permitido una dis-
tribución más razonada y, por otro lado, dada 
la metodología de implementación del Plan, 
que establece que debe realizarse a través de 
las distintas instituciones de ejecución, ahora 
los representantes indígenas están siguiendo 
un camino proceloso para lograr que dichas 
instituciones incorporen en su planificación las 
acciones que se desprenden de las estrategias 
previstas en el Plan.

En suma, el desempeño de este mecanismo di-
recto de traslado de recursos es difícil de preci-
sar, pero ya están claros algunos alcances. En 
primer lugar, una serie de estrategias contem-
pladas en el Plan no podrán ser financiadas, 
dados los recortes fiscales procedentes de la 
caída de los precios de las materia primas. En 
segundo lugar, buena parte de las acciones 
contempladas en las mencionadas estrategias 
no serán acogidas por las instituciones ejecu-
toras correspondientes, que deben modificar 
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sus presupuestos internos a la baja, dadas las 
condiciones fiscales. Es decir, parece previsi-
ble que la ejecución presupuestaria real que 
respalda las acciones previstas sea finalmente 
considerablemente por debajo de los 5 billones 
acordados y consignados por Ley.

Esta situación dibuja un horizonte complicado, 
del cual no hay que excluir el conflicto crecien-
te entre PPII y autoridades de Gobierno. De 
todas formas, hay que insistir que sólo es en 
Colombia donde ha tomado cuerpo este me-
canismos directo (incorporación financiada 
en la planificación nacional), mientras en los 
tres países restantes la acción hacia los PPII 
solo es mencionada laxamente. Incluso en 
Ecuador, donde se formuló a partir del Plan de 
Desarrollo una política para PPII (la Agenda 
Nacional para la Igualdad de Nacionalidades 
y Pueblos 2013-2017), ésta no se ha llevado a 
efecto hasta el día de hoy. 

b) Inclusión en acciones estratégicas de 
alta concentración inversora 

Tanto en Ecuador como en Bolivia los gobier-
nos en curso han realizado programas de alta 
concentración inversora, sobre la base de las 
rentas obtenidas con el control de las materias 
primas. Algo que no aparece claramente en los 
otros dos países (Colombia y Perú). En Ecua-
dor puede mencionarse como ejemplos la em-
presa estatal Ecuador Estratégico, la Agenda 
de Transformación Amazónica o el programa 
Hombro a Hombro. En Bolivia las actuaciones 
con alta intensidad inversora tienen lugar a 
través de la Unidad de Proyectos Especiales 
(UPRE), aunque también han realizado actua-
ciones a través de varios Ministerios de línea. 
De la UPRE proceden los recursos que se 
usan para el programa “Evo cumple” y otros de 
similar disposición discrecional.

En ambos países, estas acciones y programas 
pueden incorporar a determinados pueblos o 
comunidades indígenas, sobre todo en el caso 
de que sus territorios se vean afectados de 
una forma u otra por actividades extractivas. 
Sin embargo, estas actuaciones han sido pla-
neadas e impulsadas por los respectivos go-
biernos, sin participación específica visible de 
los PPII en ambos países.

El desempeño de este mecanismo de trasla-
do de recursos hacia los PPII ha presentado 
desde su inicio el problema de su discrecio-
nalidad: según las fuentes consultadas en los 
dos países, las posibilidades de que las comu-
nidades indígenas sean beneficiadas por estas 
acciones estratégicas guardan relación con su 
cercanía política con el Gobierno. Es decir, la 
sombra del clientelismo sigue afectando ta-
les iniciativas. A este problema se ha suma-
do recientemente la disminución de ingresos 
fiscales procedentes de la venta de materias 
primas, que supone el recorte de la financia-
ción de tales acciones de alta concentración 
inversora; algo que parece estar sucediendo 
de manera más evidente en Ecuador que en 
Bolivia; en aquel país programas como Ecua-
dor Estratégico han tenido que suspender ope-
raciones importantes por esta causa (como el 
Plan Regional de la Amazonía).

c) Fondos Indígenas

Especialmente en relación con las actividades 
extractivas, las organizaciones indígenas en 
los cuatro países han reclamado por décadas 
compensaciones por su afectación, cuando no 
han rechazado las explotaciones mineras o 
petroleras por completo. Dichas retribuciones 
han adoptado diferentes formas, desde posi-
bilidades de empleo o materiales en especie, 
hasta compensaciones monetarias inmedia-
tas, pero una de las fórmulas más estables ha 
consistido en el establecimiento de fondos acu-
mulativos que, cautelados por el Estado, luego 
se emplean para impulsar acciones y proyec-
tos que plantean las comunidades indígenas. 
Esta fórmula se desarrolló a nivel nacional en 
Bolivia, tras años de que las organizaciones in-
dígenas demandaran establecer un Fondo con 
el 5% del impuesto directo a los hidrocarbu-
ros. Así, el gobierno de Eduardo Rodríguez, en 
2005, constituyó el Fondo de Desarrollo para 
los Pueblos Indígenas y Comunidades Cam-
pesinas (FDDPPIYCC), más conocido en ese 
país como Fondo Indígena (para diferenciarlo 
del Fondo Indígena Internacional, con sede en 
La Paz).

Algunos fondos locales o regionales de impor-
tancia se han establecido en el Perú, también 
cautelados por el Estado, pero con frecuen-
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cia negociados entre la empresa extractiva y 
las comunidades indígenas afectadas. Tales 
fondos son de funcionamiento similar: reúnen 
recursos en una entidad, que luego impulsa 
proyectos o estrategias de desarrollo para las 
comunidades indígenas. Pero hay que insistir 
en que en el caso del Perú no existe un fon-
do global a nivel nacional, sino que se trata de 
fondos regionales o locales (como FONCO-
MUN para los gobiernos municipales o fondos 
específicos en algunos lotes petroleros).

El desempeño de este mecanismo de traslado 
de fondos hacia PPII ha enfrentado en Bolivia 
dificultades de distinto orden. Por un lado, el 
gobierno de Evo Morales emitió decretos que 
restaban cantidades a los importantes recur-
sos acumulados en el Fondo, al objeto de 
emplearlas en otros tipos de subsidios (Renta 
Dignidad, UNIBOL, consultorías INRA, etc.), lo 
que redujo al 2,7% el 5% previsto originalmen-
te. Por otra parte, los problemas de gestión del 
Fondo fueron en aumento, hasta que en junio 
de 2015 fue encausado por la Contraloría Ge-
neral del Estado e intervenido por el Gobierno.

Sin embargo, todos los representantes indíge-
nas consultados coincidieron en la necesidad 
de mantener la existencia del Fondo Indígena, 
produciendo una reorganización en profun-
didad del mismo. Su consigna ha sido “Otro 
fondo es posible sin corrupción”. Así, cuatro 
meses después de la intervención del antiguo 
Fondo Indígena, el gobierno de Evo Morales 
ha procedido a sustituirlo por un nuevo Fondo 
de Desarrollo Indígena (según Decreto Supre-
mo 2493 del 26 de agosto del 2015). Aunque el 
nuevo Fondo también es una entidad descen-
tralizada, con personalidad jurídica y patrimo-
nio propio, que está bajo la tuición del Ministe-
rio de Desarrollo Rural y Tierras, la diferencia 
fundamental refiere a sus órganos directores. 
En el actual Fondo se ha sustituido el antiguo 
Directorio, compuesto de representantes mi-
nisteriales y 12 representantes campesinos 
e indígenas, por la dirección unipersonal de 
un Director General Ejecutivo, nombrado por 
el Gobierno, si bien mas adelante el Decreto 
advierte que los proyectos del Fondo deberán 
ser aprobados por dicho Director y por el Mi-
nisterio de Desarrollo Rural y Tierras (Art. 4). 
La participación de las organizaciones cam-

pesinas e indígenas, que antes componían 
el Directorio del Fondo, ahora lo hacen en un 
nuevo órgano, el Consejo Consultivo, que de 
acuerdo a su naturaleza, sólo podrá proponer 
iniciativas y hacer seguimiento del funciona-
miento del nuevo Fondo. También se aprecian 
cambios en la composición de la participación 
de las organizaciones sociales en el nuevo ór-
gano. Como en el Directorio, se mantiene la 
representación de los dos sindicatos agrarios 
(CSUTCB y de colonizadores, ahora llamados 
“interculturales“), así como la de las principa-
les organizaciones indígenas (CONAMAQ y 
CIDOB), pero se eliminan las organizaciones 
del Pueblo Guaraní (APG), de los pueblos de 
Santa Cruz (CPESC) y la de los mojeños del 
Beni (CPEM-B). Es importante recordar que 
la representación de CONAMAQ y CIDOB re-
fiere al sector de los dirigentes partidarios del 
Presidente, tras la ruptura producida en es-
tas organizaciones con la intervención de sus 
sedes por parte del Gobierno. En cuanto a la 
exclusión de las organizaciones de Tierras Ba-
jas, esa situación ya ha producido protestas de 
parte de las mismas, en especial de los diri-
gentes guaraníes.

En cuanto a los ingresos y gastos del nuevo 
Fondo también hay importantes diferencias. 
Respecto de los ingresos, se mantiene la de-
terminación de utilizar el 5% de las utilidades 
procedentes de la explotación de los hidrocar-
buros, pero se mantienen las sustracciones 
presentes en el anterior Fondo, que reducen 
el 5% previamente enunciado, al 2,68% men-
cionado. Las diferencias son más pronuncia-
das respecto de los gastos. Los proyectos no 
procederán ahora unicamente de demandas 
de las comunidades campesinas  e indígenas, 
sino que también podrán proceder de la propia 
administración gubernamental (Art. 4). Por otra 
parte, se estipula que el Fondo podrá realizar 
transferencias público-privadas, previamente 
ratificadas por el Ministerio que ejerce tuición. 
De igual forma, el Fondo podrá contratar di-
rectamente obras, bienes y servicios para la 
ejecución de los proyectos que se propongan. 
En suma, el Fondo Indígena anterior, gestio-
nado por las organizaciones campesinas e 
indígenas, se convierte ahora en una entidad 
gubernamental (descentralizada) propiamente 
dicha, que seguirá los criterios y orientación 
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que se marquen desde el Gobierno. Significa 
un aumento de su control administrativo, algo 
aparentemente necesario, pero también políti-
co, lo que, muy probablemente, incrementará 
la discrecionalidad de su actuación.

En el Perú, durante el gobierno de Humala se 
ha acentuado la modalidad de establecer Fon-
dos financieros como resultado de las nego-
ciaciones entre las partes (generalmente las 
comunidades y las empresas, con o sin media-
ción del Estado). Tales Fondos se han negocia-
do tanto para resolver un conflicto como para 
evitarlo. Pero todavía tienen lugar en el Perú 
una enorme cantidad de pequeños acuerdos 
puntuales (sobre todo con la pequeña minería) 
en torno a contratos de servidumbre, arriendo 
o convenios de colaboración (donde las comu-
nidades participan de la empresa extractiva). 
Así pues, la característica general que mues-
tra este mecanismo es su acentuada desigual-
dad en todo el territorio nacional, incluyendo la 
Amazonía. De ese modo, es posible encontrar 
una comunidad que acepta la obtención de 
ingresos directos que se establecen después 
de una negociación directa o de una Consulta 
Previa (generalmente a través de un Fondo, 
pero también mediante una gran variedad de 
modalidades) y al lado de esa comunidad otra 
que plantea un conflicto enconado que obliga a 
cerrar la actividad extractiva. Es decir, todavía 
no hay patrones generales, tampoco impulsa-
dos por los poderes públicos. Es importante 
subrayar que esa gran disparidad se ve cada 
vez más afectada por la mayor evidencia de 
los graves impactos ambientales que han pro-
vocado hasta ahora las actividades extractivas, 
que hace que este mecanismo de traslado de 
recursos se plantee de manera creciente como 
una cuestión de deudas pendientes. 

d) Posibilidad de transferencias a las even-
tuales Autonomías Indígenas

Dado que allí donde está planteada la posibi-
lidad de establecer gobiernos autónomos in-
dígenas, la normativa les otorga un respaldo 
presupuestal como parte de la descentraliza-
ción, resulta necesario incorporar esta modali-
dad entre los mecanismos de traslado directo 
de recursos, aunque de momento no sea más 
que una eventualidad que se inicia. Tal situa-

ción está formalmente planteada en Ecuador y 
Bolivia, mientras en Colombia se ha formulado 
una vía que posibilita el traslado de recursos 
sin condicionarlo al establecimiento formal de 
las Entidades Territoriales Indígenas (ETI).

Como parte del compromiso establecido entre 
el gobierno colombiano y las organizaciones 
indígenas tras la Minga de 2013, el presidente 
Santos emitió dos decretos supremos a fines 
del 2014 que introdujeron una modalidad al-
ternativa en este campo. El primero se emite 
en octubre de 2014 (7/10/14) y como dice su 
artículo primero, “El presente Decreto tiene 
por objeto crear un régimen especial con el fin 
de poner en funcionamiento los Territorios In-
dígenas respecto de la administración de los 
sistemas propios de los pueblos indígenas, 
conforme las disposiciones aquí establecidas, 
entre tanto se expide la ley que trata el artícu-
lo 329 de la Constitución Política”. En dichos 
territorios, las comunidades podrán autoges-
tionar los recursos propios y que reciben del 
Estado “de manera transitoria, de conformidad 
con las disposiciones del presente decreto, 
mientras el Congreso expide la Ley Orgánica 
de Ordenamiento Territorial que crea las Enti-
dades Territoriales Indígenas.” (Art. 3). Luego, 
el decreto se extiende sobre las competencias 
de los territorios y sus autoridades propias, así 
como sobre las condiciones de su desempeño. 
Este decreto incorpora la temática referida a la 
administración del Sistema Educativo Indígena 
Propio (SEIP), así como del Sistema Indígena 
de Salud Propio Intercultural (SISPI).

Sin embargo, el 26 de diciembre se emite un 
nuevo decreto supremo que tiene por objeto: 
“definir los parámetros y el procedimiento que 
los Resguardos Indígenas o las asociaciones 
de Resguardos deberán cumplir para acreditar 
la experiencia y/o buenas prácticas como re-
quisito para la ejecución directa de los recursos 
de la Asignación Especial del Sistema General 
de Participaciones, de conformidad con lo es-
tablecido en el numeral 2 del artículo 29 del 
Decreto 1953 de 2014” (Art. 1). Tales requisitos 
refieren tanto a la experiencia administrativa y 
financiera como a la demostración de buenas 
prácticas ejercidas al respecto. Como valoran 
diversas fuentes consultadas, tal conjunto de 
requisitos responden a la necesidad de las au-
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toridades financieras centrales de garantizar 
el buen uso de los recursos canalizados hacia 
las comunidades indígenas. Pero ese conjunto 
complejo de requisitos reduce ostensiblemente 
la cantidad de autoridades indígenas que po-
drían documentar esas condiciones, especial-
mente entre las comunidades de la Amazonía. 
De hecho, sólo siete resguardos han consegui-
do la certificación de partida y ninguno de ellos 
ha empezado a operar recursos hasta la fecha.

La situación es diferente en el caso de los paí-
ses donde sí existe normativa –a partir de los 
textos constitucionales- sobre la posibilidad 
de establecer gobiernos autónomos indíge-
nas, como sucede en Ecuador y Bolivia (aun-
que, como se vio, en Colombia también está 
prevista la constitución de las ETI, cuando se 
emita la Ley Orgánica de Ordenamiento Te-
rritorial).  Ahora bien, la posibilidad de que se 
implemente este mecanismo de traslado direc-
to de recursos hacia los PPII depende directa-
mente del curso que esté siguiendo la consti-
tución efectiva de tales gobiernos autónomos 
(Circunscripción Territorial Indígena –CTI- en 
el Ecuador y Autonomía Indígena Originaria 
Campesina –AIOC- en Bolivia), lo cual obliga 
a un examen de este proceso.

El establecimiento de las CTI en Ecuador se 
encuentra estancado. Tanto el gobierno como 
las organizaciones indígenas han mostrado 
poco interés en ponerlo en marcha. No se ha 
constituido ninguna CTI hasta la fecha. La reti-
cencia de las organizaciones indígenas causa-
da por la percepción de que al establecer go-
biernos indígenas a través de las CTI quedarán 
regimentadas por el Estado, se ha agravado 
con la determinación del Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descen-
tralización (COOTAD) de que las CTI sólo pue-
den constituirse a través de los GAD locales, 
principalmente mediante las parroquias o una 
reunión de ellas. Para las organizaciones indí-
genas esta decisión confirma sus temores de 
que el gobierno del presidente Correa desea 
la regimentación estatal de las eventuales Cir-
cunscripciones Territoriales Indígenas.

En Bolivia el proceso de constitución de las 
AIOC presenta una lentitud considerable. En 

primer lugar, también se manifiesta una falta 
de interés por avanzar hacia esas autonomías: 
sólo 23 de los 130 municipios indígenas y 14 
entre los 84 territorios indígenas reconocidos 
han mostrado algún interés al respecto. Por 
otra parte, existe consenso en este ámbito 
acerca de que los requisitos exigidos por la 
normativa vigente son procelosos y en algunos 
aspectos reiterativos. En el caso de los territo-
rios deben comenzar por cambiar su conside-
ración formal y pasar de ser TCO a establecer-
se como TIOC, algo que ha tenido que esperar 
a que el INRA determine los formatos para rea-
lizar el trámite. Luego, el TIOC debe comenzar 
a cumplir con los requisitos para acceder a la 
autonomía: certificación de ancestralidad terri-
torial, de viabilidad administrativa y base po-
blacional y consulta de acceso a su población, 
según normas y procedimientos propios, su-
pervisado por el SIFDE (Servicio Intercultural 
de Fortalecimiento Democrático, una entidad 
veedora de los procesos electorales adscrita 
al Tribunal Supremo Electoral). Todavía no hay 
ninguna TIOC que haya terminado el proceso 
de adquisición de la Autonomía.

En el caso de los municipios el procedimiento 
no es menos complejo. Deben de partir de un 
referéndum que exprese la voluntad de sus ha-
bitantes de acceder a la Autonomía indígena. 
Luego se inicia el procedimiento administrati-
vo: debe redactar unos estatutos que ha de po-
ner a revisión ante el Tribunal Constitucional, 
después debe preparar un segundo referén-
dum con una pregunta adecuada sobre la vo-
luntad de constituirse en gobierno autónomo y 
para ello debe presentar un presupuesto para 
la realización de ese referéndum final. Hasta el 
momento, sólo dos municipios han completa-
do los pasos de ese proceso y se preparaban 
para realizar el referéndum último, que tenía 
fecha para el 12 de junio, pero que se pospu-
so hasta el 20 de septiembre. Realizado este 
referéndum, el resultado ha sido dispar: en To-
tora Marca se ha rechazado seguir adelante y 
en Charagua se ha confirmado el proceso. El 
resto de los 11 municipios o bien no han com-
pletado todos los requisitos o bien parte de su 
documentación ha sido rechazada por defec-
tos (que tienen que rectificar), o han paraliza-
do ellos mismos el proceso. Todo indica, pues, 
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que este proceso de constitución de gobiernos 
autónomos formales en Bolivia tampoco ten-
drá mucha relevancia a medio plazo.

En suma, este mecanismo directo de trans-
ferencias de recursos públicos hacia los PPII 
sigue siendo todavía una eventualidad en los 
tres países mencionados, por cuanto la norma-
tiva que cautela la constitución de Autonomías 
Indígenas no ha resuelto (en Ecuador y Bolivia) 
los problemas y las reticencias en cuanto a su 
constitución efectiva, y en el caso, Colombia, 
donde se ha abierto –mediante decreto provi-
sional- una vía para poder trasladar recursos a 
los resguardos indígenas, sin esperar al esta-
blecimiento de Autonomías Indígenas, también 
se han normado unas condiciones que hacen 
difícil llevar a la práctica esta posibilidad. Como 
se indicó, en Perú no está planteado un proce-
so semejante. No parece verosímil, pues, que 
este mecanismo directo tenga importancia en 
la región en el inmediato futuro.

4.3. Mecanismos indirectos de traslado de 
recursos hacia los PPII

Cuando se realiza el examen comparado de 
los cuatro países andinos, pueden identificarse 
una serie de mecanismos indirectos de tras-
lado de recursos hacia los PPII que aparecen 
–a diferencia de lo que sucede con los meca-
nismos directos- en todos los países, aunque 
mostrando diversas particularidades. Tales 
mecanismos indirectos se refieren a los pue-
blos indígenas no por su condición e identidad 
específicas, sino en tanto: a) cogestores en la 
protección del ambiente; b) beneficiarios de las 
políticas sociales generales; c) afectados por 
las políticas de los gobiernos subnacionales; 
d) receptores de regalías, cánones y dádivas 
de las actividades extractivas.

a) Recursos obtenidos en tanto cogestores 
de la protección del ambiente

Puede afirmarse que en todos los países es-
tudiados hay comunidades indígenas que son 
receptores de alguna modalidad de Pago por 
Servicios Ambientales (PSA) de las que se 
desarrollan en cada país. Desde luego, esos 
programas tienen una mayor o menor formali-
zación en tanto programas nacionales, pero en 

todos los casos comparten la característica co-
mún que no son dirigidos hacia los PPII en tan-
to tales, sino en su calidad de colaboradores 
de PSA abiertos a toda la población nacional.

En Colombia existen varias formas de PSA, 
pero el programa que incorpora mayor canti-
dad de población indígena es el denominado 
Familias Guardabosques, cuyo objeto es “apo-
yar a familias campesinas, indígenas o afroco-
lombianas, ubicadas en ecosistemas ambien-
talmente estratégicos, involucradas o en riesgo 
de sembrar cultivos ilícitos (coca y amapola) y 
que deseen erradicarlos y adelantar alternati-
vas productivas legales” (República de Colom-
bia, Acción Social. 2007). El Programa ofrece 
a estas familias un ingreso en dinero ($1.630 
USD/año) y apoyo técnico (social, productivo 
y ambiental) por un tiempo definido, a cambio 
del cuidado de bosques (conservación o rege-
neración) y de que emprendan proyectos pro-
ductivos que hagan un uso alternativo legal y 
sostenible de la tierra y los recursos naturales, 
al mismo tiempo que fortalecen sus organiza-
ciones y mejoran su participación democrática. 
Como puede apreciarse, el programa tiene un 
doble propósito: la protección de bosques y la 
erradicación de cultivos ilegales.

Esta doble preocupación también puede notar-
se en el Perú, donde es posible encontrar PSA 
regionales únicamente dirigidos a la protección 
de la cobertura vegetal y otros PSA en algunas 
regiones que buscan combinar la protección 
del bosque con la sustitución de cultivos ilega-
les, como sucede en el Valle de los Ríos Apuri-
mac, Ene y Mantaro (VRAEM), que concentra 
buena parte de los recursos que se emplean 
en Perú para programas PSA. El parámetro 
peruano de la retribución monetaria para PSA 
se ha establecido en 10 nuevos soles (unos 
tres dólares) por hectárea, lo que significa una 
cantidad significativa para una comunidad que 
tenga una extensión apreciable. Si se toma en 
cuenta que el promedio de Has por comunidad 
titulada en la Amazonía se aproxima a las diez 
mil Has, ello significa que una comunidad (o 
varias reunidas) con esa extensión recibiría en 
torno a 30 mil dólares al año. Mientras que las 
comunidades con terrenos de poca extensión 
obtendrán retribuciones poco apreciables.
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El caso donde los PSA son menos perfilados 
se expresa en Bolivia. Este país fue pionero en 
la región del desarrollo de PSA, con programas 
de protección de gran magnitud como fue el 
referido al Plan de Acción Climática Noel Kem-
pff (PAC-NK) y más tarde con su asociación a 
los programas REDD y REDD+; sin embargo, 
con el gobierno de Evo Morales se reabsorbió 
a nivel central el manejo ambiental y se des-
echaron esos programas, sin que hayan sido 
sustituidos efectivamente por una disposición 
semejante. Hoy en Bolivia las acciones de PSA 
son principalmente puntuales y esporádicas.

El caso opuesto es el que presenta el Ecuador, 
con un programa nacional bastante estruc-
turado, como es el Socio Bosque, creado en 
el marco del proceso constituyente del 2008. 
Puede afirmarse que en Ecuador el entrama-
do previamente existente de ONG y fundacio-
nes privadas fue efectivamente sustituido por 
un programa incisivo de PSA (al contrario de 
lo sucedido en Bolivia). El balance que hace 
Socio Bosque de estos siete años de actua-
ción resulta apreciable, si bien no ha consegui-
do alcanzar sus metas de partida: ha logrado 
2.748 socios, tanto individuales como colec-
tivos, abarcando 1,5 millones de hectáreas y 
beneficiando a un total de 173.000 personas, 
pero cuando se inició en 2011, su manual ope-
rativo aseguraba que “la meta del Proyecto 
Socio Bosque es la conservación de más de 
3.600.000 de hectáreas de bosque nativo, pá-
ramos y otras formaciones vegetales nativas 
del Ecuador en el plazo de siete años, con la 
participación de 500.000 a 1.500.000 benefi-
ciarios” (MAE, 2012).

Socio Bosque abarca tanto bosques protecto-
res como Áreas Protegidas y establece con-
venios de conservación con diferentes socios: 
personas naturales, comunas y comunidades, 
nacionalidades y pueblos, cooperativas y cor-
poraciones. La fuente consultada en Socio 
Bosque indicaba que el 70% de los socios son 
colectivos, si bien con nacionalidades y pue-
blos indígenas se han establecido 180 conve-
nios, por un total de 900 millones de has, lo 
que representa el 60% del total de tierras bajo 
Socio Bosque. Tales convenios tienen una du-
ración de 20 años y tienen una escala de sub-
sidios según tamaño, que comienza con 60 dó-

lares anuales por las primeras 50 hectáreas y 
va decreciendo hasta las diez mil, que tiene un 
monto de 0,50 dólares en adelante, de tal for-
ma que en extensiones importantes el prome-
dio es de entre 5 y 7 dólares por hectárea. Ello 
representa una suma importante para pueblos 
que logran consolidar su territorio a tales efec-
tos. Por ejemplo, el pueblo Shuar Arutam, tiene 
un contrato por 20 años desde 2008 por cerca 
de 90 mil hectáreas, que le supone un ingre-
so total de 452 mil dólares al año. Este pueblo 
fue uno de los primeros en asociarse con So-
cio Bosque y en 2015 todavía ingresaba 5 mil 
hectáreas más al programa. La mayoría de es-
tas grandes asociaciones colectivas indígenas 
tienen lugar en la selva y ceja de selva. En la 
costa y la sierra lo hacen con frecuencia como 
personas naturales, en su calidad de campesi-
nos, aunque sean de habla kichwa.

El desempeño de los PSA como mecanismos 
indirectos de traslado de recursos hacia los 
PPII debe valorarse en distintos planos. Por 
un lado, debe estimarse su efectivo funciona-
miento interno, algo que es muy dispar según 
países. Puede afirmarse que el Ecuador y Bo-
livia ocupan los extremos de mayor y menor 
estructuración al respecto, mientras Colombia 
y Perú se encuentran en un nivel de funcio-
namiento intermedio. El otro plano a conside-
rar refiere al tema crucial de si los PSA están 
concebidos mucho más para lograr los objeti-
vos ambientales que para defender los dere-
chos territoriales de los PPII. Todas las fuentes 
consultadas coinciden en que no hay duda de 
que priman los objetivos ambientales, ya sean 
de protección como de sustitución de cultivos 
ilegales (Colombia y Perú). Este desequilibrio 
–en contra de los derechos indígenas- se apre-
cia tanto en los programas estatales (Socio 
Bosque) como en los privados o de proceden-
cia internacional (tipo REDD). Por otra parte, 
los efectos de los PSA son acentuadamente 
desiguales. En algunas comunidades, la cola-
boración con las autoridades nacionales para 
el cuidado del bosque está constituyendo una 
atractiva modalidad de obtención de recursos 
públicos, que, con frecuencia, completan los 
recursos propios. Mientras que en otras, las 
comunidades son consideradas como obstá-
culos o todo lo más como socios secundarios, 
que no obtienen recursos apreciables ni esta-
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bles. Finalmente, en todos los tipos de PSA 
existe una ausencia de perspectiva étnico-cul-
tural, tanto en cuanto al marco programático 
general como en torno al proceso operativo, 
donde los instrumentos y los equipos carecen 
de pertinencia y formación al respecto.

b) Receptores de recursos a través de las 
políticas sociales generales

El análisis comparado de la región muestra 
que las comunidades indígenas participan de 
manera parcial y diversa de las políticas so-
ciales generales que poseen los cuatro países, 
tanto en el ámbito de las políticas sociales uni-
versales como en el de las políticas selectivas 
y de combate a la pobreza.

En cuanto a las políticas sociales universales, 
sobre todo de educación y salud, en los cuatro 
países han surgido fuertes demandas de los 
pueblos indígenas, principalmente en cuan-
to a la Educación Bilingüe Intercultural y los 
sistemas de Salud Multicultural. Tales deman-
das han sido incorporadas en las instituciones 
nacionales respectivas de forma lenta y poco 
consistente.

En Colombia y Perú la iniciativa en materia de 
educación y salud ha corrido principalmente a 
cargo de las organizaciones indígenas. En Co-
lombia, la ONIC ha planteado un sistema inte-
gral de salud intercultural y en Perú, AIDESEP 
ha concertado con el Instituto Pedagógico de 
Loreto y el Ministerio de Educación el Pro-
grama de Formación de Maestros Bilingües 
de la Amazonía Peruana (FORMABIAP) con 
recursos privados y de la cooperación. Ahora 
bien, las entidades públicas dedicadas a estos 
asuntos en ambos países mantienen un bajo 
nivel administrativo y político. En Colombia 
fue creada en el 2007 la Comisión Nacional 
de Trabajo y Concertación de la Política Edu-
cativa para Pueblos Indígenas (CONTCEPI) y 
en 2013 la Subcomisión en Salud de la Mesa 
Permanente de Concertación con los pueblos 
y Organizaciones Indígenas, entidades sin ni-
vel jerárquico ni respaldo presupuestal apre-
ciable. En el Perú se ha fortalecido el progra-
ma de Educación Intercultural Bilingüe y Rural 
(Digeibir) y fue creado el Centro Nacional de 
Salud Intercultural (CENSI), que no termina de 

despegar por falta de presupuesto y funciones 
normativas, pero que ha impulsado la consulta 
para la formulación de la Política Nacional de 
Salud Intercultural, que, según informa la De-
fensoría, el Ejecutivo retrasa su emisión injus-
tificadamente.

En Ecuador y Bolivia, los gobiernos previos 
a sus recientes cambios constitucionales im-
pulsaron instituciones en la materia con deter-
minado grado de autonomía. Posteriormente, 
sus respectivas Constituciones de 2008 y 2009 
consignaron el derecho a una educación bilin-
güe intercultural y a una salud multicultural. Sin 
embargo, seguidamente se produjo una recen-
tralización de las entidades previas en ambos 
campos. En Bolivia, se establecieron el Vice-
ministerio de Medicina Tradicional e Intercultu-
ralidad y el Viceministerio de Educación Alter-
nativa, con recursos muy reducidos: el primero 
sólo representa el 0,07% del presupuesto del 
Ministerio de Salud y el segundo un 0,14% del 
Ministerio de Educación. (Estado Plurinacional 
de Bolivia. Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas. 2015).

En el Ecuador no fue sino hasta el 2002 que 
se creó la Dirección Nacional de Salud Indíge-
na (DINASI), con bajo nivel funcional y presu-
puestal. Con el gobierno de Rafael Correa esa 
dirección cambió de nombre, a Dirección Na-
cional de Salud Intercultural, y se reubicó en la 
estructura del Ministerio de Salud, bajo la Sub-
secretaría Nacional de Promoción de la Salud 
e Igualdad del Viceministerio de Gobernanza 
y Vigilancia de la Salud. Sin embargo, su ni-
vel administrativo no se incrementó y el pre-
supuestal lo hizo muy levemente en términos 
relativos respecto del presupuesto del Ministe-
rio. En cuanto a educación, la institucionalidad 
competente cambió con la nueva Ley Orgá-
nica de Educación promulgada en 2011, que 
determina que la antigua DINEIB, que tenía 
autonomía y presupuesto propio, pierde dicha 
autonomía y vuelve a ser una entidad de bajo 
nivel administrativo. Esta determinación no ha 
recibido el acuerdo de las organizaciones indí-
genas, que temen que esta institucionalidad se 
subordine a nuevos proyectos, como el referi-
do a las Escuelas del Milenio.

La revisión de los cuatro países en cuanto a 
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políticas sociales universales muestra que los 
PPII han sido beneficiados mucho más por la 
ampliación de la cobertura de sus sistemas 
educativos y sanitarios, que se acercan apre-
ciablemente a ser unos servicios realmente 
universales, que a través del fortalecimiento 
de componentes o subsistemas propiamente 
multiculturales, que contengan una pertinencia 
étnico-cultural. En algunos casos, como suce-
de en las áreas de selva, eso supone un des-
ajuste funcional de tales sistemas.

En cuanto a las políticas sociales selectivas, 
también se percibe que los PPII son recep-
tores de transferencias de recursos en diver-
sa medida, pero siempre sin tomar en cuen-
ta su identidad cultural. En los cuatro países 
hay programas de distinta naturaleza, aunque 
principalmente bajo la modalidad de transfe-
rencias monetarias condicionadas, para com-
batir la pobreza y la indigencia: en Colombia 
Familias en Acción, Red Juntos, etc. En Perú 
Juntos, Trabaja Perú, Pensión 65, etc. En Bo-
livia, Juanito Pinto, Renta Dignidad, etc. En 
Ecuador, Bono de Desarrollo Humano, Red 
de Protección Solidaria, etc. También en los 
cuatro países existe una cantidad notable de 
otros programas selectivos que tratan de ser 
coordinados por entidades específicas: desde 
Ministerios como el creado en Perú (Ministe-
rio de Desarrollo e Inclusión Social -MIDIS-) 
o en Ecuador (Ministerio de Inclusión Econó-
mica y Social –MIES-) hasta el Departamen-
to Administrativo para la Prosperidad Social 
(DPS) en Colombia; en el caso de Bolivia esa 
coordinación se realiza desde el Ministerio de 
la Presidencia. Es importante destacar que en 
el caso de Colombia, el DPS contiene no sólo 
las entidades de lucha contra la pobreza, sino 
las constituidas para reparar a las víctimas del 
conflicto que sufre el país, entre las que se en-
cuentran una apreciable cantidad de comuni-
dades indígenas.

Para hacer una valoración general del efecto 
que tales políticas selectivas tienen sobre la 
población indígena, es necesario tener una 
apreciación de su efecto sobre las condiciones 
sociales de cada país, así como de su orienta-
ción respecto a la pertinencia étnico-cultural. 
Existe información abundante en los cuatro 
países sobre la reducción de la pobreza en es-

tos pasados quince años y de que una parte 
de tal reducción corresponde a los programas 
selectivos. Sin embargo, la observación que se 
hace al respecto es que tales programas pro-
ducen sólo una movilidad social de corto reco-
rrido: sacan a familias de la indigencia para lle-
varlas a la pobreza, o si estaban en la pobreza 
las colocan apenas por encima de la línea de 
la pobreza, en el estrato de personas con ries-
go de caer de nuevo en la pobreza. Es decir, 
quedan en condiciones de alta vulnerabilidad 
ante cualquier cambio de situación económica, 
como parece avecinarse en la región.

Esta última cuestión representa una interro-
gante de gravedad considerable: el agota-
miento de boom de las materias primas va a 
representar una reducción de ingresos de las 
personas, tanto procedentes del empleo como 
de los programas sociales basados en unos in-
gresos fiscales recortados. Eso ya ha comen-
zado a mostrarse en los presupuestos para 
2016, donde los aportes del Estado a la segu-
ridad social y los propios programas selectivos 
ya han sufrido recortes en los cuatro países. En 
estas condiciones, es previsible que empeoren 
las condiciones sociales, algo que afectará a 
los sectores más vulnerables, entre los que se 
encuentran las poblaciones indígenas. 

Es decir, aunque sea difícil estimar la dimen-
sión del impacto que ha tenido la expansión 
de las políticas sociales, universales y selec-
tivas, en los cuatro países de la región, como 
producto del aumento de los recursos fiscales 
por el boom de las materias primas, puede afir-
marse que la información recogida indica que 
las comunidades fueron incluidas, al menos 
tangencialmente, por dicha expansión, aunque 
sin que tales políticas fueran dotadas de una 
consistente pertinencia étnico-cultural. Desde 
este panorama, es previsible que los recortes 
que están empezando a darse como producto 
del fin del boom económico, afecten a los PPII 
en primera línea.

c) Beneficiarios de las políticas y recursos 
de los gobiernos subnacionales

En los cuatro países estudiados se ha produ-
cido desde fines del pasado siglo un proce-
so de descentralización, tanto administrativa 
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como financiera, que se ha desarrollado para-
lelamente al fortalecimiento de los PPII como 
actores del sistema político. Ciertamente, la 
descentralización sucedida no siempre ha te-
nido lugar armonizando el traslado de compe-
tencias hacia los gobiernos subnacionales y el 
correspondiente respaldo presupuestal, la cual 
se ha basado en buena medida en las rentas 
obtenidas por el Estado con el auge de las ma-
terias primas en el mercado mundial.

Ahora bien, la descentralización presupuestal 
presenta diferentes fórmulas según cada país. 
En unos casos, la normativa vigente determi-
na la proporción de recursos del Presupuesto 
nacional que debe trasladarse a los gobiernos 
locales, independientemente de donde se ob-
tengan tales recursos. En otros casos, se han 
establecido sistemas de distribución sobre la 
base directa de las rentas obtenidas de las ac-
tividades extractivas. Quizás el ejemplo más 
evidente sea Colombia con el Sistemas Ge-
neral de Participaciones (SGP) y el Sistema 
General de Regalías (SGR); el primero nació 
en 1993 y el segundo fue consolidado legal-
mente en 2011, que establecen la distribución 
de recursos a los gobiernos subnacionales y 
la constitución de Fondos de ahorro regiona-
les. En ambos casos, hay determinaciones so-
bre los recursos que deben dirigirse hacia los 
resguardos indígenas. En la actualidad, es la 
suma de recursos referidos al 0,52% del SGP 
para resguardos, mas lo que beneficia a di-
chos resguardos en materia de educación, sa-
lud y agua y saneamiento, agregado al 8% del 
Fondo que procede del Sistema General de 
Regalías, que conforma el estimado realizado 
por el DNP del total de 3 billones para el cua-
trienio (que junto a los 5 billones de inversión 
directa prevista a través del Plan Nacional de 
Desarrollo, supondrían los 8 billones del Monto 
Indicativo Global).

En los otros países se ha establecido por ley 
la proporción del presupuesto nacional que se 
dirige hacia los gobiernos subnacionales, que 
oscila entre el 30% en el caso del Perú y el 
20% de Ecuador, si bien en todos los casos 
también se ha normado el tipo de los cánones y 
regalías que deben ir hacia los gobiernos loca-
les cuando se realizan actividades extractivas 
en sus territorios. Estos recursos llegan a tales 

gobiernos, los cuales luego dirigen partes ha-
cia los resguardos y comunidades indígenas. 
En unos casos, son los gobiernos regionales 
y provinciales los que deciden desarrollar en-
tidades y programas para pueblos indígenas, 
como sucede en Bolivia (Tarija, Beni, Santa 
Cruz) y en Perú (Cusco, Loreto, San Martín).

Desde luego, la intermediación de los gobier-
nos locales hace que las comunidades indíge-
nas no siempre reciban pronto y en su totalidad 
los recursos a ellas destinados. Esa retribución 
es más directa cuando tales gobiernos están 
en manos de las comunidades indígenas, bien 
porque la localidad es indígena casi en su to-
talidad o bien porque son los representantes 
de las comunidades quienes tienen a su cargo 
la gestión gubernamental. Ciertamente, ello es 
más frecuente en los países donde la pobla-
ción indígena es una buena parte de la pobla-
ción nacional, como sucede en Bolivia, Perú y 
Ecuador.

La otra vía por la que las poblaciones indíge-
nas reciben recursos de los gobiernos subna-
cionales se refiere al proceso de urbanización 
que afecta también a los PPII en los cuatro 
países examinados. Se estima que entre un 
quinto y un cuarto de la población indígena 
se ha trasladado hacia las ciudades de algu-
na magnitud. En tales ciudades son afectados 
por las políticas municipales vigentes, aunque 
sea difícil estimar qué proporción mantiene su 
identidad y referencia de origen y qué cantidad 
ya no se identifica como indígena. Pero es co-
nocido que una parte de la población indígena 
que habita las ciudades presenta el fenómeno 
de la doble residencia, aunque no pueda cuan-
tificarse con precisión.

Los estudios realizados acerca del desempe-
ño de este mecanismo indirecto de traslado de 
recursos hacia los PPII (referido a la descen-
tralización) muestran pobres resultados, tanto 
cuando esos estudios han sido realizados por 
entidades gubernamentales (DNP en Colom-
bia, Viceministerios competentes en Bolivia y 
Ecuador), como cuando se han realizado por 
entidades de control (Defensoría y Contralo-
ría). Las razones expuestas son de distinta na-
turaleza. Por un lado, se señala que el monto 
de los recursos que efectivamente llega a las 
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comunidades indígenas es bastante reduci-
do. Por otro lado que los procedimientos son 
bastante ligados a la discrecionalidad de los 
gobiernos locales, donde no es infrecuente un 
nivel alto de corrupción. En suma, se sostiene 
que este mecanismo no tiene mucho impacto 
en la condición de las poblaciones indígenas, 
si bien todas las fuentes consultadas coinciden 
en considerar la descentralización como una 
ventana de oportunidad para los PPII en la re-
gión.

d) Receptores de recursos por regalías, cá-
nones y dádivas procedentes de las activi-
dades extractivas
 
Como se ha mostrado en el apartado anterior, 
los recursos procedentes de las actividades 
extractivas se han ligado con frecuencia a la 
necesidad de dar respaldo presupuestal a los 
procesos de descentralización. Sin embargo, 
también existen fórmulas en que los recursos 
por regalías, cánones y dádivas por este tipo 
de actividades llegan de forma más directa a 
las comunidades indígenas, en unos casos 
porque hay normativa clara que establece 
la proporción que debe ir directamente a los 
PPII desde los gobiernos subnacionales y en 
otros casos porque son las propias comuni-
dades quienes negocian directamente con las 
empresas extractivas las compensaciones co-
rrespondientes. En este último caso, tales ne-
gociaciones pueden realizarse sin la cautela 
del Estado, sobre todo cuando la dimensión 
de la explotación es reducida, o bien mediante 
el arbitrio del Estado, que luego regula la ope-
ración de los recursos, sobre todo cuando se 
conforman Fondos financieros. En Perú este 
modelo es usado con frecuencia, aunque tam-
bién existe una norma (Decreto de Urgencia 
de 2010) que también establece la proporción 
que debe destinarse a las comunidades indí-
genas en el caso de los gobiernos regionales 
y locales donde hayan actividades extractivas.

Es importante recordar que en algunos países 
donde las actividades extractivas son de vieja 
data, como en el Perú, las demandas de recur-
sos de las comunidades indígenas se realizan 
por los daños ambientales ocasionados a sus 
territorios. Es decir, que el traslado de recursos 
hacia los PPII tiene principalmente el carácter 

de reparación.

En este contexto también hay que situar el uso 
de las consultas previas tanto nacionales como 
locales. Toda la información recogida muestra 
que los procesos de consulta previa referidos 
a las actividades extractivas sólo han logrado 
detener las explotaciones en muy contadas 
ocasiones. En unos casos porque las comuni-
dades estaban a favor de la actividad extracti-
va y en otros porque la consulta previa se ha 
realizado de forma irregular, como han denun-
ciado las organizaciones indígenas en los cua-
tro países.  Fuentes consultadas también in-
dican que se ha producido una transmutación 
de la consulta previa, en el sentido de que se 
haya convertido principalmente en una nego-
ciación financiera entre las partes (cuando no 
una compra de voluntades directamente). 

El análisis del desempeño de este mecanismo 
indirecto de traslado de recursos hacia los PPII 
muestra varios asuntos críticos. Por un lado, 
cuando funciona puede estar suponiendo un 
acceso a recursos en el corto plazo que podría 
hipotecar las condiciones de vida de las comu-
nidades indígenas. Por otro lado, está supo-
niendo un factor de diferenciación de los PPII, 
entre aquellos que efectivamente acceden a 
un volumen apreciable de recursos y los que 
no tienen esa oportunidad. Además, se aprecia 
que muchas comunidades no tienen la capaci-
dad de gestión de importante sumas financie-
ras, lo cual impide un uso adecuado para el 
desarrollo de las comunidades o simplemente 
desata procesos de corrupción considerables.  



Foto: Mujeres indígenas, Bolivia. 
© Michael Dreyer
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5. Conclusiones regionales

Una vez revisada la identificación regional de 
los mecanismos directos e indirectos de tras-
lado de recursos hacia los PPII, que muestran 
cómo estos tienen una presencia diferente en 
los cuatro países andinos, conviene realizar un 
balance general de su efecto y desempeño, 
así como realizar algunos alcances sobre su 
perspectiva en el inmediato futuro, dados los 
cambios económicos y políticos que aparecen 
en el horizonte de toda la región.  

5.1. Balance en la región

La perspectiva del balance general de los me-
canismos directos e indirectos en la región se 
hace más visible si se parte de los anteceden-
tes inmediatos del cuadro que se compone en 
torno al cambio de siglo pasado, aquí exami-
nado. Especialmente si, al mismo tiempo, se 
observa la relación que tienen sus efectos con 
los procesos de autonomía territorial en curso.

1.	 Como se ha visto, la acción pública hacia 
los PPII en los cuatro países tiene su ini-
cio más visible durante los años sesenta 
y setenta del pasado siglo, en torno a los 
procesos de reforma agraria que llevaron 
adelante gobiernos nacionalistas civiles y 
militares, quienes trataron de resolver la 
cuestión indígena mediante su integración 
en la estrategia de mejoramiento de las 
condiciones del campesinado pobre. De 
esta forma, principalmente en la Sierra la 
población indígena se incorporó a las or-
ganizaciones y sindicatos agrícolas que 
fueron fortalecidos en ese período; aunque 
también se iniciaron algunas acciones nor-
mativas respecto de las poblaciones deno-
minadas nativas de la selva (por ejemplo, 
la Ley de Comunidades Nativas de 1978 
en el Perú).

2.	 Un segundo período, que incluye los años 
ochenta y noventa, refiere al reconoci-
miento internacional de los derechos de 
los pueblos indígenas (hasta desembocar 
en el Convenio No 169 de OIT), el esta-
blecimiento de organizaciones indígenas 
nacionales en los cuatro países y su pos-
terior consolidación como actores del sis-

tema político. Puede afirmarse que desde 
las movilizaciones de 1990 los PPII de los 
cuatro países entraron como mayor o me-
nor pujanza en el sistema político. Ello tuvo 
su reflejo en los cambios que se dieron en 
los marcos normativos nacionales, comen-
zando por la Constitución de 1991 en Co-
lombia, pasando por la de 1995 en Bolivia 
y concluyendo con la Constitución de 1998 
en Ecuador. Algo que también implicó un 
desarrollo -tentativo e inestable- de políti-
cas públicas hacia los PPII. La Educación 
Bilingüe fue una preocupación importante 
en toda la región, exigida por las organi-
zaciones indígenas, principalmente las 
amazónicas. También se produjeron ac-
ciones en el campo de la Salud Multicul-
tural, aunque en este caso no satisficieron 
las demandas de las comunidades indíge-
nas, tanto en la Sierra como en la Selva. 
En este período las poblaciones indígenas 
pudieron asociarse a las acciones para el 
desarrollo agrícola, como fue el caso del 
temprano Fondo de Desarrollo Rural Mar-
ginal (FODERUMA) en Ecuador o la Ley 
del INRA en Bolivia (1996). Hacia fines de 
los noventa comenzaron a establecerse 
instituciones especializadas en políticas 
para pueblos indígenas, que se consolida-
ron en el período siguiente.

3.	 Con el inicio del presente siglo se produjo 
la consolidación de las tendencias iniciadas 
en el período anterior, que en dos países, 
Ecuador y Bolivia, llegaron a cambiar a su 
favor el conjunto del sistema político. Sin 
embargo, no en todos los países el proceso 
obtuvo resultados claros. Probablemente 
fue en el Perú donde las promisorias tenta-
tivas a favor de los PPII se truncaron con-
tinuadamente: primero con la apertura de 
Paniagua, tras la caída de Fujimori, cuando 
se planteó en la Comisión Especial Multi-
sectorial un Plan de Acción para Asuntos 
Prioritarios para las Comunidades Nativas, 
que luego el Presidente Toledo no retomó, 
aunque hizo la propuesta de impulsar el IN-
DEPA, que desapareció al concluir su go-
bierno. Una decepción similar tendrá lugar 
al iniciarse el inicio del Gobierno de Ollanta 
Humala y su decisión de aprobar de inme-
diato la Ley de Consulta Previa. En el caso 
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de Colombia, el progreso de acciones a 
favor de los PPII se producirá lentamente, 
pero terminará aumentando sus expectati-
vas. Durante los gobiernos de Álvaro Uri-
be, entre 2002 y 2010, dicho avance fue 
forzado por las movilizaciones indígenas 
y las tutelas de la Corte Constitucional. La 
Minga Indígena de 2008 y los Autos de la 
Corte en 2004, 2008 y 2009 mostraron la 
capacidad organizativa y la consistencia 
de las demandas del movimiento indígena 
colombiano, como lo muestra el hecho de 
la reactivación en 2009 de la Mesa Perma-
nente de Concertación. En 2010 se produjo 
el cambio de gobierno y la negociación de 
las organizaciones indígenas con el Presi-
dente Santos se facilitaron, como se mos-
tró anteriormente.

4.	 La culminación del proceso de estableci-
miento de los PPII como actores del sis-
tema político tuvo lugar más claramente 
en Ecuador y Bolivia, países donde se 
produjo previamente un curso de políticas 
públicas específicas y luego una partici-
pación decisiva en los cambios constitu-
cionales de 2008 y 2009. En Ecuador, el 
nuevo siglo se inició con el lanzamiento de 
un importante proyecto (PRODEPINE) y el 
fortalecimiento de la educación bilingüe y 
la salud intercultural, para dar paso luego 
a su participación en la formulación de la 
Constitución que declara que el Ecuador 
es un Estado “intercultural, plurinacional y 
laico”. En Bolivia, se establecieron en esta 
primera década instituciones importantes 
(Ministerios de Asuntos Indígenas) y uno 
de los mecanismos más directos de tras-
lado de recursos públicos hacia los PPII, 
el Fondo Indígena, que se mantiene en la 
actualidad (con la reformulación institucio-
nal del 2015). En 2008 los PPII participaron 
en la elaboración de la nueva Constitución 
del “Estado Plurinacional de Bolivia”. Sin 
embargo, también en ambos países, una 
vez culminado el proceso de reformulación 
del sistema político a favor de los derechos 
de los PPII, las organizaciones indígenas 
reclaman la falta de puesta en práctica de 
tales derechos, en el curso de un conflic-
to creciente con el presidencialismo rígido 
que ha surgido en ambos casos, el cual ha 

optado por el modelo económico rentista 
que colisiona a largo plazo con la autono-
mía de los PPII en sus territorios.

5.	 Estos cambios sociopolíticos desde princi-
pios de siglo tuvieron lugar en un escenario 
de crecimiento económico notable, sobre la 
base del auge de las materias primas en el 
mercado mundial, que permitió mejorar las 
condiciones socioeconómicas de la pobla-
ción, disminuyendo apreciablemente la po-
breza y en menor medida la desigualdad, 
aunque la información recogida muestra 
que este avance afectó menos consisten-
temente a las poblaciones indígenas. Los 
ingresos de las mayorías pobres mejora-
ron tanto como producto del incremento de 
las retribuciones por trabajo, como por las 
políticas de redistribución de los Estados a 
partir de las rentas obtenidas de a venta 
de materias primas. Durante este período 
las políticas sociales universales, principal-
mente educación y salud, aumentaron su 
cobertura, tanto poblacional como territo-
rial, algo que afectó colateralmente a las 
poblaciones indígenas, aunque ello tuvo lu-
gar sin fortalecer las incipientes institucio-
nes y programas que prestaban atención 
a la perspectiva étnico-cultural, creados en 
las décadas inmediatamente anteriores. 
En los cuatro países, las organizaciones in-
dígenas reclaman por una desatención gu-
bernamental al respecto. En toda la región 
estudiada también se incrementaron los 
programas sociales selectivos y de lucha 
contra la pobreza, en su mayoría imple-
mentados mediante la fórmula de las trans-
ferencias monetarias condicionadas. Tales 
programas contribuyen a producir una mo-
vilidad social de corto recorrido, pasando a 
las familias de indigentes a pobres, etc., de 
tal forma que por sobre la línea de pobreza 
se acumula un apreciable volumen de po-
blación vulnerable, con alto riesgo de caer 
de nuevo en la pobreza, en cuanto em-
peoren las condiciones económicas. Los 
pueblos indígenas han obtenido beneficios 
de tales programas de forma subsidiaria, 
sin que éstos hayan incorporado el enfo-
que cultural en su operación (las consultas 
realizadas al respecto señalan que apenas 
se han iniciado incipientes cambios en tal 
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sentido).

6.	 Paralelamente, también ha avanzado el 
proceso de descentralización iniciado en 
los últimos veinte años del siglo anterior. En 
los cuatro países se produce un traslado 
de recursos hacia los gobiernos subnacio-
nales, sobre la base de normativas consis-
tentes. Pese a ello, un problema importan-
te refiere a que tales recursos proceden, de 
forma directa o indirecta, de las rentas es-
tatales obtenidas de las ventas de materias 
primas. Algo que ya está produciendo ten-
siones territoriales al agotarse el referido 
auge. El hecho de que el proceso de des-
centralización haya sucedido al tiempo que 
los PPII se constituían como actores del 
sistema político, ha producido un debate 
en el seno de las organizaciones indígenas 
sobre si la descentralización estatal es un 
obstáculo a la autonomía indígena o una 
ventana de oportunidad, sobre todo en el 
caso de que los gobiernos locales refieran 
a una población casi completamente indí-
gena o en manos de sus representantes. 
En lo que sí hay coincidencia en la región 
es en torno a que los recursos que llegan 
a los PPII a través de los gobiernos locales 
no tienen un alto impacto en dichos pue-
blos, tanto porque no representan sumas 
apreciables, como porque son operados 
de forma procelosa y con frecuencia poco 
transparente.

7.	 El otro proceso que también avanzó apre-
ciablemente en el nuevo siglo es el que 
guarda relación con la protección de am-
biente y la incorporación a ello de las po-
blaciones implicadas, generalmente a tra-
vés de modalidades de pago a servicios 
ambientales (PSA). Como se vio, en Co-
lombia y Perú estos mecanismos tienen el 
propósito múltiple de proteger la cobertura 
vegetal y de sustituir cultivos ilegales, incor-
porando poblaciones indígenas y de otras 
etnias. En los casos de Bolivia y Ecuador, 
los gobiernos surgidos en relación con los 
cambios constitucionales produjeron una 
recentralización de las distintas iniciativas 
de PSA apoyadas antes en las ONG y la 
cooperación internacional, pero con una di-
ferencia apreciable: en Ecuador mediante 

el lanzamiento de un fuerte programa gu-
bernamental (Socio Bosque) que ha con-
seguido apreciables resultados, mientras 
en Bolivia la sustitución de los actores pre-
vios no ha dado paso a un programa na-
cional de consistencia semejante. De todas 
formas, en los cuatro países sectores de 
las poblaciones indígenas están partici-
pando en las distintas formas de PSA, algo 
que en los casos de pueblos con extensio-
nes considerables de territorio les supone 
unos ingresos importantes. No obstante, 
el traslado de recursos públicos por PSA 
hacia los pueblos indígenas se caracteriza 
por su disparidad: comunidades que obtie-
nen apreciables ingresos, al lado de otras 
que, por diversas causas, reciben mucho 
menos o simplemente no obtienen recur-
sos por esa vía. Por otra parte, los siste-
mas y programas de PSA operan sin perti-
nencia étnico-cultural, incluso en los casos 
de mayor visibilidad (la consulta realizada 
en Socio Bosque reflejó que apenas es-
tán considerando incorporar al equipo esa 
perspectiva).

8.	 También se aprecia en toda la región una 
mayor definición del traslado de recursos 
por regalías, cánones y dádivas proceden-
tes de las actividades extractivas. Dado el 
auge de las materias primas que caracte-
riza el período, se acentuó la atención de 
todos los actores en torno a esta materia. 
Colombia y Ecuador establecieron siste-
mas públicos articulados de distribución 
de tales recursos, mientras en Perú y Bo-
livia esa sistematización ha sido conside-
rablemente menor; en ambos países, el 
traslado de recursos hacia las poblaciones 
implicadas ha dependido mucho más de 
las negociaciones regionales o locales. El 
posicionamiento de las comunidades indí-
genas frente a esta materia es muy dispar, 
oscilando entre las que aceptan las explo-
taciones extractivas a cambio de regalías 
inmediatas, hasta las que rechazan dichas 
explotaciones de plano, pasando por aque-
llas que negocian cánones a largo plazo 
y de manera sistémica, creando Fondos 
globales, por ejemplo. En todo caso, esta 
temática es una de las que ha provocado 
una cantidad considerable de conflictos 
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(socioambientales) entre gobiernos y PPII, 
dada la divergencia a largo plazo entre el 
modelo rentista de los gobiernos y la de-
fensa de los derechos territoriales de los 
PPII en toda la región.

9.	 Una de las consecuencias que ha tenido la 
constitución de los PPII como actores del 
sistema político ha sido su mayor capaci-
dad de negociar con los gobiernos el tras-
lado de recursos de forma directa, median-
te diversas modalidades. Quizás la forma 
más palpable ha sido el caso colombiano, 
donde, a través de la Mesa Permanente de 
Concertación, los PPII negociaron con el 
gobierno de Santos la incorporación de de-
mandas indígenas en el Plan Nacional de 
Desarrollo y en los sistemas de compensa-
ción, logrando que se consignara por ley 
un Monto Global (entre 8 y 11 billones de 
pesos); además, el gobierno emitió dos de-
cretos para posibilitar de forma provisional 
el traslado de recursos hacia los resguar-
dos indígenas sin esperar a la constitución 
formal de Autonomías Indígenas. El caso 
contrario puede apreciarse en Perú, don-
de sus propias autoridades afirman que no 
existe todavía una política para PPII; una 
debilidad que guarda relación con el hecho 
de que la consolidación del movimiento in-
dígena como actor del sistema político to-
davía no está completamente resuelta. En 
los casos de Ecuador y Bolivia la situación 
es bastante paradójica: los PPII formaron 
parte de la alianza que transformó la Cons-
titución para establecer el carácter plurina-
cional del Estado, pero precisamente por 
eso los gobiernos consideraron –explícita-
mente- que los pueblos indígenas ya están 
integrados en los poderes públicos y así 
dentro de las políticas públicas impulsadas 
por tales poderes, por lo que ya no eran 
necesarias las políticas específicas para 
PPII que habían venido desarrollándose. 
No obstante, en Bolivia se ha mantenido 
el Fondo Indígena, si bien pasando de ser 
una entidad autónoma a ser una instancia 
gubernamental, tras los problemas de ges-
tión descubiertos en 2015.

10.	Para completar el balance de los meca-
nismos de traslado de recursos hacia PPII 

debe observase la relación que tiene con 
el proceso referido a las autonomías terri-
toriales en desarrollo. Tal proceso puede 
examinarse tanto desde la perspectiva de 
cuál ha sido su evolución efectiva, como 
desde la visión que poseen sobre el mis-
mo los principales actores, en particular de 
las organizaciones indígenas nacionales. 
Respecto a la evolución efectiva del avan-
ce hacia las Autonomía Indígenas, ya se 
mencionó que, pese a que las figuras esta-
blecidas en las respectivas Constituciones 
(ETI en Colombia, AIOC en Bolivia y CTI 
en Ecuador) están vigentes (en Perú no 
hay normativa explícita),  no se han dado 
pasos importantes para hacerlas efecti-
vas. En Colombia porque la Ley Orgánica 
de Ordenación Territorial que deberá con-
templar las ETI no ha sido emitida; en Bo-
livia porque el proceso de formalización es 
muy complejo (sólo 20 pueblos lo iniciaron 
y apenas uno lo ha recorrido) y muchas 
comunidades lo han rechazado por des-
confianza, y en Ecuador porque el proce-
so también es complejo, pero sobre todo 
porque las organizaciones indígenas lo 
consideran como un encuadramiento en la 
política gubernamental (así, no se ha cons-
tituido ninguna CTI). Dada esta situación, 
el avance hacia la autonomía ha seguido 
cursos prácticos informales y alternativos, 
siempre partiendo de la realidad de cada 
organización territorial precedente: sean 
resguardos, territorios reconocidos, conse-
jos de comunidades, parroquias indígenas, 
etc. En algunos casos se ha buscado una 
formalización alternativa, como lo hacen 
las comunidades amazónicas en varios 
países (iniciativas en Colombia y Perú). De 
igual forma, en Colombia se ha abierto una 
vía, por decreto, de trasladar recursos ha-
cia los resguardos sin esperar al estableci-
miento de las ETI.

11.	 Esta falta de avance hacia las figuras cons-
titucionales de autonomía, guarda relación 
con la visión que tienen los principales ac-
tores sobre este proceso. Puede afirmarse 
al respecto que tanto gobiernos como PPII 
comparten una reticencia acentuada res-
pecto al desarrollo rápido y efectivo de las 
Autonomías Indígenas. Los gobiernos han 
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seguido la estrategia de introducir normas 
complicadas de procedimiento para que 
resulte difícil alcanzar las figuras constitu-
cionales. Y las organizaciones indígenas 
tienen el temor de que al constituirse las 
autonomías previstas, pasen a formar par-
te de la administración pública, lo que las 
obligaría a aceptar normas y procedimien-
tos que las apartarían de sus usos y cos-
tumbres propios.

12.	Por otra parte, todavía existe, en buena 
medida potenciada por actores internacio-
nales, la duda acerca de dónde conviene 
poner el acento: si en promover políticas 
públicas para los PPII o bien volcarse en 
la necesidad de garantizar sus derechos 
territoriales autónomos. Sólo algunas fuen-
tes consultadas señalan que se trata de un 
dilema falso: no debería haber necesidad 
de elegir entre la promoción de políticas 
públicas que mejoren las condiciones de 
vida de los PPII y el avance hacia la con-
solidación de sus derechos territoriales. De 
hecho, deberían ser elementos comple-
mentarios. El impulso de políticas específi-
cas no debería utilizarse como alternativa a 
los derechos territoriales de los PPII, como 
han hecho durante años los Estados, pero 
la búsqueda de una autonomía territorial 
“en el fondo de la selva”, aislada y distante 
del Estado, tampoco mejora las condicio-
nes de vida de las comunidades indígenas.

13.	En realidad, la normativa internacional no 
plantea esa dicotomía. En la Declaración 
de Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, referida princi-
palmente a los derechos territoriales de los 
PPII, existen artículos que reclaman explí-
citamente la necesidad de políticas estata-
les. Así, su artículo 21 reza: “Los pueblos 
indígenas tienen derecho, sin discrimina-
ción, al mejoramiento de sus condiciones 
económicas y sociales, entre otras esferas, 
en la educación, el empleo, la capacitación 
y el readiestramiento profesionales, la vi-
vienda, el saneamiento, la salud y la segu-
ridad social. Los Estados adoptarán medi-
das eficaces y, cuando proceda, medidas 
especiales para asegurar el mejoramiento 
continuo de sus condiciones económicas 

y sociales. Se prestará particular atención 
a los derechos y necesidades especiales 
de los ancianos, las mujeres, los jóvenes, 
los niños y las personas con discapacidad 
indígenas”. O su artículo 39, que estable-
ce: “Los pueblos indígenas tienen derecho 
a recibir asistencia financiera y técnica de 
los Estados y por conducto de la coopera-
ción internacional para el disfrute de los de-
rechos enunciados en la presente Decla-
ración”. Esta perspectiva complementaria 
resuelve también el argumento usado por 
los gobiernos de Ecuador y Bolivia de que, 
dado que los PPII están integrados consti-
tucionalmente en el Estado, ya no son ne-
cesarias políticas públicas con pertinencia 
étnico-cultural, para dichos pueblos.

5.2. Perspectivas regionales

14.	El marco estructural de la región andina en 
donde se ubica el desarrollo de los PPII de 
los cuatro países presenta cambios con-
siderables en el inmediato futuro, tanto 
económicos como políticos. En el ámbito 
económico se está produciendo un estan-
camiento productivo radical como conse-
cuencia de la conclusión del boom de las 
materias primas. Cierto, no todos los paí-
ses enfrentan esta situación en las mismas 
condiciones: Colombia y Perú encaran la 
crisis manteniendo ramos industriales que 
no dependen directamente de las activida-
des extractivas; en el caso de Ecuador y 
Bolivia donde la dependencia de las mate-
rias primas es mayor, también hay diferen-
cias, porque el gobierno de Morales ha sido 
más cauto en el gasto y mantiene un equi-
librio macroeconómico mayor, mientras el 
de Correa ha sido mucho más arriesgado 
en el gasto, ha liquidado los fondos de re-
serva y enfrenta una deuda externa consi-
derable. 

15.	En todo caso, la crisis económica va a 
deteriorar las condiciones sociales en los 
cuatro países, al reducir las dos fuentes 
de ingreso de las mayorías: las que pro-
ceden de la retribución por el trabajo y las 
que guardan relación con la redistribución 
que impulsan las políticas sociales. La ela-
boración de los presupuestos nacionales 
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para el 2016 en los cuatro países ya mues-
tra esos recortes en partidas sensibles al 
desarrollo social. Es así previsible un es-
tancamiento cuando no un aumento de la 
pobreza y la desigualdad en los próximos 
años. Algo que afectará indudablemente a 
los sectores más vulnerables, entre los que 
se encuentran las poblaciones indígenas. 
Es decir, los mecanismos, directos o indi-
rectos, de traslado de recursos hacia los 
PPII serán tendencialmente menos robus-
tos en los cuatro países. 

16.	Es importante destacar que el descenso 
de los precios de las materias primas en 
el mercado mundial tiene consecuencias 
diversas sobre el terreno de ésta región. 
En unos casos, significará el detenimiento 
de los proyectos extractivos, pero en otros 
espoleará la cantidad de proyectos preci-
samente para compensar en volumen ab-
soluto la pérdida de ingresos por unidad 
extraída. Algo que probablemente aumen-
tará los conflictos socioambientales, en 
muchos casos protagonizados por organi-
zaciones indígenas.

17.	También en el ámbito político aparecen 
cambios apreciables en el corto plazo. En 
el Perú porque se han producido eleccio-
nes presidenciales, donde ha desapareci-
do la oferta soberanista, al estilo de Hu-
mala, para producirse una polarización en 
torno al populismo fujimorista. Las nuevas 
autoridades pertenecen al campo de las 
políticas moderadas y es difícil reconocer 
si son sensibles a la pertinencia étnico-cul-
tural. En Colombia, porque la situación de-
pende en buena medida de si se alcanza 
una paz firme y duradera del conflicto ar-
mado que ha asolado el país por décadas. 
De las condiciones en que se ponga fin al 
conflicto, sobre todo en cuanto a las zonas 
rurales (la llamada “paz agraria”), depende 
en buena medida la situación de los terri-
torios indígenas. En Bolivia y Ecuador se 
aprecia un agotamiento de los modelos po-
líticos que se plasmaron en sus respectivas 
Constituciones. Sus respectivos gobiernos 
tienen ante sí retos decisivos, sobre todo 
después de que sucediera algo que pare-
cía inimaginable: la rotunda derrota elec-

toral de un régimen bolivariano con el que 
se asociaban. Las elecciones del 2017 en 
Ecuador podrían cambiar el gobierno de 
Alianza País. En Bolivia el deterioro del go-
bierno de Morales reflejado en las pasadas 
elecciones locales y en la pérdida del re-
feréndum por parte del Presidente para su 
reelección, también plantean interrogantes 
importantes.

18.	Estos cambios estructurales son encara-
dos por los PPII de los cuatro países en 
condiciones no muy favorables. En primer 
lugar se encuentran divididos social y po-
líticamente. En el plano social, porque las 
diferencias socioeconómicas y de gestión 
son considerables. Es posible encontrar 
comunidades o pueblos con alta capacidad 
de gestión que son receptores de ingresos 
por diferentes mecanismos, directos o in-
directos: reciben PSA, ingresos por des-
centralización y por regalías, etc. Mientras 
tanto, existen comunidades y aún pueblos 
que no reciben ninguna fuente de ingre-
sos considerable y se mantienen con sus 
recursos propios, que con frecuencia son 
reducidos. Y aunque los recortes públicos 
vayan a afectar a todos, los segundos ten-
drán menos esperanzas de recibir ninguna 
extensión de programas.

19.	Las divisiones políticas también están pre-
sentes en los PPII de los cuatro países an-
dinos. En Colombia y Perú las divisiones 
en cuanto a las orientaciones estratégicas 
debilitan a los PPII ante sus respectivos 
gobiernos, tanto en ámbitos de negocia-
ción como sucede en la colombiana Mesa 
Permanente de Concertación, como en 
contextos de conflicto como ocurre con 
los enfrentamientos marcadamente focali-
zados del Perú. En Ecuador y Bolivia, las 
divisiones políticas son agudizadas por sus 
respectivos gobiernos, que han sido capa-
ces de intervenir las sedes centrales de las 
organizaciones nacionales (CONAIE, CI-
DOB) para subordinarlas.

20.	Las organizaciones indígenas encaran al 
respecto retos importantes en el corto pla-
zo en cuanto a resolver el principal nudo 
gordiano en el plano estratégico: cómo 
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encarar el “diálogo intercultural” que supo-
ne alcanzar el autogobierno dentro de un 
Estado compuesto por un conjunto mucho 
más amplio de pueblos y culturas, del cual 
deben recibir recursos y políticas públicas 
que necesitan controles ciudadanos im-
prescindibles, pero que no deben perder el 
punto de equilibrio necesario del respeto a 
sus propio usos y costumbres.

21.	Desde luego, la posibilidad de que se de-
sarrolle tal diálogo intercultural depende de 
los principales protagonistas, gobiernos y 
organizaciones indígenas, pero también de 
otro conjunto de actores implicados. Hay 
que subrayar que, si bien las organizacio-
nes indígenas no han alcanzado consenso 
sobre dicho dialogo, los gobiernos presen-
tan enormes dificultades para encararlo. 
En el Perú, sobre todo por falta de interés 
del sistema político, en Colombia porque el 
gobierno pretende avanzar con una doble 
actuación: sensibilidad a las demandas in-
dígenas y mantenimiento del modelo ren-
tista depredador. En los casos de Bolivia 
y Ecuador porque sus gobiernos no creen 
necesaria la continuación de un diálogo 
intercultural, ya que consideran que repre-
sentan los derechos indígenas consigna-
dos en sus respectivas Constituciones, in-
cluyendo el uso de los territorios indígenas, 
lo que hace que el enfrentamiento con las 
organizaciones indígenas de sus países 
sea particularmente bronco.

22.	Así, pues, todo indica que la posibilidad 
de alcanzar ese “diálogo intercultural” es 
difícil a corto plazo, especialmente dadas 
las condiciones económicas y políticas 
que se avecinan. Pero parece claro que, 
sin conseguir un consenso al respecto, la 
perspectiva alternativa es un horizonte de 
conflicto, que tendrá sus particularidades 
según cada país. Algunas fuentes consul-
tadas señalan que se abre inevitablemente 
una etapa tendencialmente conflictiva, que 
en unos países podría alcanzar dimensio-
nes políticas nacionales, mientras en otros 
adoptará la forma de explosiones regiona-
les y locales, y que dependiendo de cómo 
se resuelva esta etapa de conflictos veni-
deros se podrán obtener más tarde solu-

ciones más cercanas al “diálogo intercultu-
ral” necesario. Sin embargo, también hay 
informantes clave que no descartan la po-
sibilidad de que pueda generarse en algún 
país ese diálogo intercultural como forma 
de evitar o morigerar el mencionado hori-
zonte de conflictos.



Foto: Niños indígenas Amazonía del Perú.
© 2014 Alberto Chirif

Recomendaciones generales



39

Enrique Gomáriz

Programa Regional ProIndígena-GIZ-2016

Mecanismos de transferencia de recursos públicos a pueblos y 
autoridades indígenas y análisis de su desempeño-Informe Regional

6. Recomendaciones generales

Las recomendaciones que siguen a continua-
ción se refieren al nivel estratégico de análisis 
y no se detienen en el plano operativo, dado 
el carácter de las reflexiones anteriores. Varias 
de ellas se orientan hacia algunos de los ac-
tores implicados en particular, pero otras son 
enunciadas para el conjunto de ellos, especial-
mente aquellas que aluden a la necesidad de 
alcanzar una concertación general que evite el 
horizonte de conflicto, sobre todo en las difíci-
les condiciones económicas y sociales que se 
avecinan.

1.	 Ante el estancamiento económico, es reco-
mendable que los poderes públicos de la 
región, en particular sus gobiernos, elabo-
ren estrategias de estabilización económi-
ca y fiscal flexibles, que permitan encajar 
el fin del boom de las materias primas, sin 
hacer descansar sobre el gasto social la 
necesidad de mantener un equilibrio presu-
puestario responsable. Ello ha de requerir 
un nuevo pacto fiscal de carácter progresi-
vo en los cuatro países que permita man-
tener un nivel de redistribución suficiente. 
Esa estrategia tiene como objetivo primor-
dial evitar que la población vulnerable vuel-
va a caer en la pobreza los próximos años 
y se aumente todavía más la desigualdad 
social. En este contexto, se deberá prestar 
atención a las comunidades indígenas que 
forman el grueso de la población vulnera-
ble. En suma, habría que evitar un curso de 
recortes que no responda a una estrategia 
pensada para encajar la crisis con equidad.

2.	 La recomendación anterior guarda relación 
con la necesidad de evitar la reducción de 
los mecanismos actuales, directos e indi-
rectos, de traslado de recursos públicos 
hacia los PPII. Especialmente los Fondos 
nacionales o locales (Bolivia, Perú), los 
acuerdos sobre inversión en la planifica-
ción nacional (Colombia) y las previsiones 
para financiar los gobiernos autónomos 
indígenas (Colombia, Bolivia), deben man-
tenerse según lo planificado, para evitar 
el previsible conflicto que supondría un 
recorte inconsulto. De igual forma, no se 
deben disminuir la retribución por servicios 

ambientales (PSA), la inclusión de los PPII 
en los programas de inclusión social, y la 
distribución hacia los PPII de los recursos 
procedentes de las actividades extractivas. 
Reducir estos mecanismos indirectos, ya 
de por sí insatisfactorios, elevaría las ten-
siones entre PPII y los poderes públicos en 
la región.

3.	 En este contexto de dificultades econó-
micas es importante mantener la estrate-
gia de complementariedad entre políticas 
públicas para los PPII y desarrollo de sus 
derechos territoriales de autogobierno. Es 
necesario evitar que desde los gobiernos 
centrales se promueva la tendencia a la 
autonomía vicaria, en el sentido de ampliar 
ciertos niveles de autonomía indígena en la 
idea de que, como hay restricción de recur-
sos fiscales, mejor que los PPII resuelvan 
por su cuenta sus propios problemas. Esa 
puede ser una confusión que las organiza-
ciones indígenas también debieran evitar.

4.	 Es altamente recomendable que las inicia-
tivas incipientes de dotar de pertinencia ét-
nico-cultural a las políticas y los mecanis-
mos de traslado de recursos hacia los PPII, 
sean directos o directos, no se detengan 
o, en los casos en que no se han iniciado, 
se impulsen definitivamente. Es necesario 
incorporar esa pertinencia tanto en el dise-
ño como en la operación de programas so-
ciales, PSA, etc. Tal esfuerzo no requiere 
de abundantes recursos fiscales y puede 
incrementar apreciablemente la eficacia de 
esos mecanismos.

5.	 En los casos de los gobiernos de Bolivia y 
Ecuador sería recomendable que revisaran 
su enfoque generalista según el cual, dado 
que los PPII ya están integrados en su sis-
tema político y forman parte de sus poderes 
públicos, ha dejado de ser necesarias po-
líticas específicas para dichos pueblos, así 
como también habría dejado de ser nece-
saria la introducción de criterios étnico-cul-
turales en sus programas públicos. Más 
bien, sería conveniente encontrar un punto 
de equilibrio entre ambos elementos, que 
conciliara el hecho de que efectivamente 
hay personal indígena en la administración 
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pública y la evidencia de que las comunida-
des indígenas necesitan del enfoque multi-
cultural. De hecho, existen reclamos entre 
sectores indígenas acerca de que muchos 
funcionarios indígenas no poseen esos cri-
terios, sobre todo cuando operan con co-
munidades de distinto idioma indígena y 
diferentes usos y costumbres.

6.	 Es ya un hecho que la disminución de los 
ingresos como consecuencia del fin del 
boom de las materias primas está afec-
tando directamente la descentralización 
financiera a favor de los gobiernos sub-
nacionales. En los cuatro países se han 
manifestado fuertes tensiones entre estos 
y el gobierno nacional. Sería recomenda-
ble que los gobiernos regionales y locales, 
independientemente de sus negociaciones 
con el gobierno central, al realizar una con-
tención de sus presupuestos, no la hicie-
ran descansar sobre una reducción de los 
recursos hacia los pueblos indígenas que 
tienen previstos, tanto por normativa vigen-
te como por los acuerdos hechos con las 
comunidades indígenas. Un incremento 
del diálogo intercultural con los PPII será 
necesario a nivel local y, en esa dirección, 
sería recomendable establecer Mesas de 
Concertación en este ámbito.

7.	 Dado las turbulencias que ya están afec-
tando a las actividades extractivas en los 
cuatro países, es altamente recomendable 
que los poderes públicos pongan especial 
cuidado que esa situación no afecte a las 
comunidades indígenas, cautelando las 
condiciones de esa actividad, constituyen-
do fondos de reserva que reduzcan las os-
cilaciones de ingresos y, sobre todo, man-
teniendo vigentes las retribuciones como 
compensación de pasivos ambientales. En 
este contexto, sería recomendable que los 
procesos de consulta previa se realizaran 
de acuerdo a los estándares internaciona-
les y que las entidades de control público 
(Defensoría, Contraloría, etc.) tuvieran 
competencias de regulación y arbitraje.

8.	 Al objeto de resguardar los derechos de 
los PPII de los efectos de la crisis econó-
mica, sería conveniente que las entidades 

de control público, Defensoría, Contraloría, 
etc., incrementaran su acción protectora 
en este ámbito, fortaleciendo sus equipos 
multiculturales, realizando informes perió-
dicos y todas aquellas acciones que sean 
oportunas. De igual forma, el poder judicial 
debería prepararse y estar dispuesto a res-
ponder a los requerimientos que pudieran 
realizar las comunidades y organizaciones 
indígenas ante las posibles lesiones a sus 
derechos adquiridos.

9.	 A la vista de las condiciones identificadas 
en las organizaciones indígenas a nivel na-
cional y ante el hecho de que las condicio-
nes socioeconómicas están empeorando, 
sería recomendable que dichas organiza-
ciones en los cuatro países, prepararan 
una revisión de sus estrategias que in-
corporara algunos elementos principales. 
Por un lado, un reforzamiento de sus re-
laciones con las organizaciones de primer 
y segundo nivel, con suficiente flexibilidad 
para permitir que sea compatible que las 
comunidades negocien con los programas 
gubernamentales en el terreno, al tiempo 
que participan en el espacio común de la 
estrategia a nivel nacional. Por otro, cons-
truir una estrategia de alianzas también 
flexible con otras organizaciones sociales y 
políticas, que fortalezca su accionar. Y, en 
ese contexto, estar dispuestas a entablar 
un Diálogo Intercultural con los poderes 
públicos de cada Estado, que permita una 
negociación para el encaramiento equitati-
vo de la crisis económica en curso. En tal 
sentido, sería conveniente poner en valor 
la Mesa Permanente de Concertación de 
Colombia, como posible instancia de nego-
ciación nacional en los cuatro países.

10.	Sería altamente recomendable que todos 
los actores en cada país reflexionaran so-
bre la previsible disyuntiva que se plantea 
en la presente coyuntura: avanzar en el 
diálogo intercultural o bien adentrarse en 
un horizonte de conflicto. Si se aceptara 
que la primera opción es la más convenien-
te, como sería deseable, ello implicaría que 
los poderes públicos y en especial los go-
biernos nacionales, así como las organiza-
ciones indígenas, se abrieran a una nego-
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ciación franca y abierta, bien en instancias 
internas establecidas al respecto (como la 
colombiana Mesa de Concertación) o bien 
a través de entidades que contaran con 
el apoyo de mediaciones internacionales. 
Como primer paso en esta dirección sería 
recomendable que en los casos de Bolivia 
y Ecuador, donde el conflicto entre los go-
biernos y amplios sectores del movimien-
to indígena es particularmente bronco, se 
produjera una tregua en la actitud belicosa 
y descalificadora que muestran ambas par-
tes.

11.	Sería importante que la base programática 
del dialogo intercultural estuviera referida 
a la estrategia de complementariedad que 
supone el impulso de políticas públicas ha-
cia los PPII al tiempo que el desarrollo de 
sus derechos territoriales de autogobierno. 
Precisamente por el escenario de estanca-
miento económico presente, es importante 
que ambos elementos de la ecuación estén 
presentes en los procesos de concertación 
mencionados. Sería igualmente recomen-
dable que la cooperación internacional de-
sarrollara esa estrategia complementaria 
(apoyo a políticas para el mejoramiento de 
las condiciones de vida y avance hacia el 
autogobierno) en su apoyo al diálogo inter-
cultural, si quiere contribuir al alejamiento 
del horizonte de conflictos como alternati-
va.



Foto: Mujer indígena del Pueblo Qom Pte, Paraguay
Cc: Programa Regional ProIndígena-Paraguay
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